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de la Avenida 27 de Febrero casi esquina Nuñez de 
Cácerez, en el Distrito Nacional.

Nuestra entidad capta Depósitos de Ahorros, 
Depósitos a Plazo Fijo, Certificados Financieros; así 
tambien ofrece créditos Comerciales, Consumo e 
Hipotecarios. Además, brinda otros servicios a sus 
clientes y relacionados, como son: pago de facturas, 
compra de divisas, venta de cheques, entre otros.

La AMAP ha realizado grandes aportes para el 
desarrollo de los proyectos de viviendas en San Juan, 
como son: Urbanización Villa Felicia, Ofelia, Alejandra, 
Lucero, Reparto Elena, Dr. Cabral, entre otros.  

La Asociación Maguana de Ahorros y Préstamos 
fue organizada el 23 de Agosto del 1966 e inició sus 
operaciones el 2 de Enero del 1968, conforme a la Ley 
No. 5897 del 14 de Mayo del 1962 sobre Asociaciones 
de Ahorros y Préstamos y bajo el control del Banco 
Nacional de la Vivienda.

Es una entidad de carácter mutualista, cuyo objeto 
principal en su origen fue promover y fomentar la 
creación de ahorros destinados al otorgamiento 
de préstamos para la construcción, adquisición, 
remodelación y mejoramiento de viviendas. 
Actualmente se rige por la Ley Monetaria y Financiera 
183-02 del 21 de Noviembre 2002 y sus reglamentos, 
las Resoluciones de la Junta Monetaria de la República 
Dominicana y las Circulares, Cartas Circulares y 
Reglamentos de la Superintendencia de Bancos y 
Banco Central. Así también, por la Ley No. 5897 de 
Asociaciones de ahorros y Préstamos. 

La Asociación dispone de cuatro oficinas:
La Oficina Principal en la ciudad de San Juan de la 
Maguana, iniciada el  2 de enero de 1968.  La Sucursal 
Las Matas de Farfán, abierta el 12 de diciembre del 
2002, ubicada en el municipio del mismo nombre; la 
sucursal Elías Piña, abierta el 12 de septiembre del 
2004,  ubicada en el municipio Comendador, Provincia 
Elías Piña; y, la Sucursal Santo Domingo,  abierta el 17 
de octubre del 2009,  ubicada en la Plaza Quisqueya 

RESEÑA
INSTITUCIONAL    
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Estimados Depositantes:

El año 2020 nos ha dejado una experiencia sin 
precedentes en todos los sentidos, con el deterioro 
de la economía mundial por la situación sanitaria 
de la pandemia producida por la enfermedad 
covid-19. Como Junta de Directores comprometida 
con el manejo sostenible de esta Asociación 
Maguana de Ahorros y Préstamos (AMAP), hemos 
tomado decisiones precisas para garantizar la 
salud de nuestros clientes y el personal, así como la 
protección de los activos de la entidad y la fortaleza 
del patrimonio institucional.

En nuestra gestión del año comprendido desde el 01 
de enero al 31 de diciembre del 2020, producto de la 
pandemia, precisamos hacer cambios significativos 
en la gestión de gobierno, con la realización 
de reuniones virtuales y la implementación del 
trabajo remoto;  además, aplicando los protocolos 
sanitarios exigidos, esto, para garantizar la 
continuidad del negocio y el logro de las metas 
institucionales.

A pesar de las adversidades, hemos alcanzado 
un crecimiento aceptable en un año excepcional 
que nos llevó a la reducción de algunos ingresos 
importantes por ajustes precisados para flexibilizar 
el cumplimiento de nuestros clientes.

Logramos un crecimiento de los activos de un 8.36%, 
en donde los activos productivos representaron 
el 85.23% de estos; obtuvimos un incrementos 
de la captaciones del público de 8.13%, de lo cual, 
del total de captaciones el 34% lo representan los 
depósitos en cuentas de ahorros, lo que demuestra 
la confianza de nuestros clientes, pese a ser un 
año forzoso; además, alcanzamos un crecimiento 
patrimonial de 9.83%, con lo que evidenciamos 
nuestro compromiso en que la AMAP se mantenga 
sostenible y con la fortaleza requerida para 
gestionar sus riesgos y garantizar la salud de sus 
indicadores financieros.

Hemos satisfecho los planes de capacitación 

creando fortalezas en nuestros recursos humanos 
y cerramos el año con el coeficiente se de solvencia 
por encima del 21%, lo que es una fianza para 
nuestros asociados y a la vez da testimonio del 
manejo responsable de los recursos de la entidad.

La pandemia nos exigió cambios y ajustes a las 
partidas de gastos, en donde fueron reducidas las 
remuneraciones y compensaciones de la Junta de 
Directores y del Personal en un 30%, de acuerdo 
con el presupuesto de inicio de año. Se cubrieron 
las provisiones requeridas por nuestros activos 
riesgosos y otras provisiones de pasivo laboral; 
además, fueron realizadas varias mejoras en la 
plataforma tecnológica con las adquisiciones 
de equipos y actualizaciones de los sistemas de 
información.

Esperamos en Dios, que el año 2021 sea de 
recuperación y que la salud perdure. Nuestro 
compromiso siempre será respaldar la confianza 
de nuestros clientes y garantizar la sostenibilidad 
institucional.

Atentamente,

MENSAJE
DEL PRESIDENTE    

Julio Antonio Viñas Paulino
Presidente Junta de Directores
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En el año 2020, la situación producida 
por la pandemia del Coronavirus afectó 
considerablemente todas las expectativas de 
crecimiento económico a nivel mundial y, en lo que 
nos toca, se produjo una afectación en la Economía 
Nacional, en donde el Producto Interno Bruto (PIB) 
tuvo un descrecimiento de -6.7%, lo que ha sido algo 
negativamente sin precedentes, en vista de que 
en los anteriores años 2018 y 2019 dicho indicador 
cerro con crecimientos importantes de 7.0% y 5.1% 
respectivamente.

Esta situación, obligó a que la Junta Monetaria 
implementara cambios en su política monetaria 
y que emitiera varias resoluciones para atender 
el impacto en la economía resultado del cierre de 
importantes áreas del comercio nacional y para 
mitigar el impacto en los hogares y en el sistema 
financiero. Dichas medidas, si bien es cierto que 
han sido de contribución para la estabilización 
gradual en el sistema financiero regulado, también 
ha provocado una reducción de las tasas de interés 
y la reducción de algunos ingresos durante el año, 
dado por las medidas de flexibilización que las 
entidades hemos implementado para facilitar el 
cumplimiento de los clientes con sus obligaciones 
financieras.

Además de esto, las entidades de intermediación 
financiera reguladas, han tenido impactos en los 
requerimientos de provisiones para los activos 
riesgosos, en lo que también la Junta Monetaria 
ha tomado medidas importantes para atenuar 
el impacto financiero en las entidades, pero esto 
no significa que la situación no haya impactado 
fuertemente el resultado operacional del ejercicio 
por la reducción de algunos ingresos y por la 
constitución de las provisiones que se requieren 
conforme el Reglamento de Evaluación de Activos 
(REA) en cada entidad.

No obstante, en nuestro caso, pese a ser una de las 
entidades mas pequeñas del sistema de financiero 
y la más pequeña de las Asociaciones de Ahorros 
y Préstamos, con las medidas adoptadas y el 

compromiso de la Junta de Directores y el personal, 
podemos mostrar resultados satisfactorios, los 
cuales detallamos a continuación:   

SITUACION FINANCIERA
Respecto al año 2019, alcanzamos un crecimiento 
de los activos por RD$149.86 millones, llevándolos 
de RD$1,792.05 millones a RD$1,941.92 millones, 
para un 8.36%, de lo cual, las disponibilidades y 
las inversiones se incrementaron unos RD$87.33 
millones y la cartera de créditos aumentó en 
forma neta unos RD$53.79 millones. Logramos un 
porcentaje en la calidad de los activos de 85.23%, 
lo que se encuentra por encima de la media del 
Sistema Financiero que cerró el 2020 en 76.36%.

Dicho crecimiento en los activos tuvo su 
contraparte en el crecimiento en las captaciones 
del público de un 8.13% y el crecimiento de nuestro 
patrimonio de 9.83%, de lo que mostraremos los 
detalles correspondientes.

CARTERA DE CRÉDITOS Y SUS PROVISIONES

A pesar de afectación de la cartera de créditos 
mantuvimos una cartera de créditos sana, y sin 
situaciones de impacto negativo, ya que tenemos 
cubiertos los requerimientos de provisiones en un 
102%, en donde fueron constituidas provisiones 
durante el año por RD$17.89 millones, alcanzando 
el indicador de Provisiones sobre cartera de 
crédito bruta el 6.94% (primer lugar sistema 
AA&P). Realizamos colocaciones de créditos por 
RD$542.06 millones, representando el Balance 
Vigente de Capital el 94.26% de la Cartera Bruta. Así 
también, resaltamos que la generación de ingresos 
financieros por los créditos fue de RD$186.68 
millones, lo que superó el año anterior en un 5%. De 
las colocaciones, fueron en Créditos Hipotecarios 
unos RD$129.62 millones, de Consumo RD$248.30 
millones y Comerciales RD$164.14 millones.

INFORME ANUAL JUNTA
DE DIRECTORES
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CAPTACIONES DEL PÚBLICO

Gracias a la confianza de nuestros asociados 
y a la Gestión de Gobierno Corporativo que 
implementamos, hemos logrado un crecimiento de 
las captaciones del público de un 8.13%, teniendo 
una composición general porcentual de 34% y 66% 
entre los Depósitos de Ahorros y los Certificados 
Financieros, respectivamente.

Del total de captaciones el 95.29% lo representan 
depósitos de personas físicas, lo que consolida 
la confianza de nuestros clientes y demuestra 
nuestra solidez en la provincia, permitiéndonos 
tener los indicadores muy saludables, alcanzando 
nuestras disponibilidades versus el total de 
captaciones el 9.48% y las disponibilidades e 
inversiones alcanzando el 27.98% del activo total, 
lo cual se considera en equilibrio y muestra una 
gran capacidad de nuestra entidad para atender 
los requerimientos de liquidez que se pudieran 
presentar.

RESULTADOS Y PATRIMONIO

Pese a verse el resultado del ejercicio por debajo 
del año anterior, la rentabilidad ha sido buena 
logrando un resultado antes de impuestos 
por RD$34.15 millones y el resultado neto del 
ejercicio los RD$23.67 millones, lo que garantiza 
la sostenibilidad de los indicadores derivados del 
patrimonio, conforme nuestras expectativas de 
crecimiento para el 2021 de los rubros que inciden 
directamente en el coeficiente de solvencia.

Podemos mostrar un capital primario fuerte por 
RD$237.12 millones, el cual fue aumentado en 11.35% 
respecto al año anterior. Así mismo, el impuesto 
sobre la renta correspondiente al año 2020 ha 
representado la suma de RD$10.48 millones, sin 
considerarse los demás impuestos con los que 
contribuimos al Estado Dominicano, producto de 
nuestra función como agentes de retenciones y de 
nuestras operaciones con clientes y vinculados. 

MEJORA DE LOS INDICADORES 

Los resultados operacionales han elevado el 
Patrimonio Técnico y esto ha contribuido a que 
tengamos indicadores fuertes, mostrando la AMAP 
la Rentabilidad de los Activos y del Patrimonio con 

buenos indicadores teniendo un 1.82% la primera y 
un 12.36 la segunda, alcanzando el 3er y 2do lugar 
entre las Asociaciones de Ahorros y Préstamos 
en ese orden. De igual modo, quedamos en el 
segundo lugar en Ranking por Eficiencia de las 
diez Asociaciones existentes alcanzando el 63.20% 
y logramos un coeficiente de solvencia en unos 
21.77 puntos porcentuales, siendo 10% el mínimo 
requerido por la Ley No. 183-02 Monetaria y 
Financiera del 21 de noviembre del 2002.

OTRAS FORTALEZAS

Realizamos mejoras tecnológicas con adecuaciones 
en nuestro core bancario, implementaciones 
de contingencias, virtualización y adquisiciones 
de equipos por RD$5.53 millones. Se realizaron 
adquisiciones de activos fijos por RD$11.99 millones 
y se cubrieron posibles gastos inmediatos con 
otras provisiones por RD$1.5 millones. Hemos 
agregado valor invirtiendo en capacitaciones al 
Personal y a la Junta de Directores creando las 
fortalezas necesarias para la gestión operacional y 
para la gobernabilidad institucional. Se han logrado 
avances importantes en el Gobierno Corporativo, 
en la Gestión Integral de Riesgos y en las Gestiones 
de Cumplimiento de Prevención de Lavado de 
Activos y Financiamiento del Terrorismo. 

Finalmente, la Junta de Directores agradece a 
todos los Depositantes y Asociados de la AMAP 
que con fe han coadyuvado a que hoy se presenten 
logros, frutos y fortalezas; así también agradece al 
personal que día a día con esmero y compromiso 
han dado su mayor esfuerzo para que hoy 
contemos con una entidad sana y fuerte, lo que 
permite su permanencia en el Sistema Financiero 
y con esto hacer un muy importante aporte a esta 
provincia de San Juan y a las demás localidades en 
donde tenemos presencia.

Esperamos seguir logrando avances importantes 
y consolidando este patrimonio de todos. Nuestra 
meta siempre será respaldar la confianza de 
nuestros depositantes, que es nuestro mayor 
activo. 





ASAMBLEA GENERAL 
DE DEPOSITANTES 
La Asamblea General de Depositantes, es el órgano máximo de gobierno de la Asociación 
y la componen todos los depositantes que tienen derecho a votos de acuerdo con 
lo estipulado en los Estatutos y la Ley de Asociaciones de Ahorros y Préstamos. Le 
corresponden las decisiones esenciales de la entidad y la evaluación de la Junta de 
Directores.

Existen en la Asociación dos tipos de asambleas: 
Asambleas Ordinarias: son aquellas celebradas 
para conocer los asuntos de gestión y adminis-
tración de la Asociación sin limitar que se conoz-
can y se sometan otros asuntos de relevancia y 
competencia de la Asamblea, si los hubiere. Se 
celebran con carácter obligatorio una vez al año 
dentro de los 120 días posteriores al cierre del 
ejercicio anterior.

Asambleas Extraordinarias: son aquellas que 
se celebran antes del tiempo previsto por la Ley 
para conocer asuntos de carácter meritorios o 
competencia del pleno de la Asamblea. Esta se 
rige por las mismas condiciones de dirección 
establecida para la Asamblea Ordinaria y difiere 
de manera más específica en los plazos de con-
vocatoria y en el orden del día.

Asambleas celebradas.

La Asamblea General Ordinaria de Depositantes correspondiente al periodo 2019, fue ce-
lebrada de manera presencial el 15 de julio del 2020; habiéndose realizado la Convocatoria 
mediante la edición No. 9589, página 2C, sección Economía, del periódico Hoy de fecha 
06 de julio del 2020. En la misma se tomaron muy en cuenta las medidas para prevenir los 
contagios por Coronavirus, estableciendo el distanciamiento físico necesario, elementos 
de protección personal y un protocolo de higienización adecuado, tal como lo aconsejan 
las autoridades sanitarias.

Resoluciones de la Asamblea General de Depositantes año 2020.

Esta asamblea se caracterizó por ser eleccionaria, con la cual finalizaba un periodo de 
gestión de los miembros de la Junta y debían elegirse o ser reelectos los Miembros. Las 
resoluciones emanadas de esta asamblea fueron las siguientes:

Ordinarias	 1
Extraordinarias 0





INFORME DE 
EVALUACIÓN GESTIÓN DE 

GOBIERNO CORPORATIVO 
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El Reglamento sobre Gobierno Corporativo, en su 
capítulo I, establece los 16 principios para la adopción 
de buenas prácticas de gobernanza y manejo de las 
entidades de intermediación financiera; así mismo, 
dicho reglamento contiene los requerimientos 
estructurales que deben cumplir las entidades para 
una sana implementación de gobierno corporativo. 
Atendiendo a lo anterior, en la Asociación Maguana 
de Ahorros y Préstamos (AMAP) realizamos una 
gestión de gobierno que promueve su fortalecimiento 
implementando mejoras en las normas internas 
y concienciando la estructura que le compete la 
dirección y control de la entidad.

Un buen gobierno corporativo, constituye la 
base para una dirección prudente y oportuna, 
que permita alcanzar los objetivos establecidos y 
cumplir las metas de acuerdo con las estrategias 
y propósito de la entidad; en consecuencia, la 
AMAP ha procurado cumplir con los estándares y 
requerimientos normativos, a través de sus órganos 
de administración, control y gestión.

Anualmente, se presentamos ante la Asamblea 
General de Depositantes el Informe de Evaluación 
de Gestión de Gobierno Corporativo, con el cual 
se cumple con el principio de Transparencia e 
Información ante los depositantes; expresando los 
avances logrados cada año y agregando valor con 
la emisión de conclusiones y recomendaciones que 
la Junta de Directores considera necesarias para el 
fortalecimiento de la Asociación y para garantizar la 
correcta gobernanza, el control Interno, la adecuada 
segregación de funciones y la gestión integral de los 
riesgos a que se expone la entidad por su naturaleza 
operacional.

Durante el 2020, la gestión de la Junta de Directores y 
Alta Gerencia se enfocó en continuar fortaleciendo las 
estructuras de gobierno, trabajar las observaciones 
hechas por la Superintendencia de Bancos, 
principalmente en los aspectos relacionados con 
la prevención del lavado de activos y los hallazgos 
contenidos en su Informe de Supervisión al 31 de 
diciembre del 2019; siempre apegados a las sanas 
prácticas de gobierno. Así mismo, las gestiones se 
enfocaron en desarrollar estrategias para mitigar 
el impacto que está generando la pandemia de la 
covid-19, tanto a nivel local como mundial, así también, 
nos ocupamos en hacer los ajustes requeridos por las 
nuevas normativas que de manera dinámica fijan las 
altas instancias que dirigen y supervisan el Sistema 
Financiero Nacional.

También, se continuó fortaleció el seguimiento 
dado a las gestiones de los órganos de apoyo a la 
Junta de Directores, manteniendo efectivos canales 
de comunicación e información; preservando la 
debida autoridad de éstos en el cumplimiento de 
sus funciones, de tal forma que la gestión fluya de 
la manera adecuada, con las previsiones de control 
requeridas y con la toma de decisiones oportunas y 
libres de conflictos de intereses.

Evaluación de la Gestión de la Junta de Directores.
Durante el periodo sobre el cual se informa, la 
Junta de Directores, llevó a cabo 27 reuniones, para 
un cumplimiento de un 113% con lo establecido en 
el Reglamento Interno de la Junta de Directores 
y la Alta Gerencia; en ese orden, el porcentaje de 
asistencia fue satisfactorio pese a la incidencia de la 
pandemia de la covid-19, alcanzando un 100% en el 
quorum reglamentario, evidenciando de esta manera 
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la integración de sus miembros a los trabajos de ese 
órgano de dirección.

La Junta de Directores dedicó más de 80 horas de 
trabajo en el cumplimiento de sus funciones, además 
los directores participaron en otras reuniones y 
grupos de trabajo para tratar asuntos puntuales; 
destacándose la calidad de las decisiones tomadas y 
la ausencia de situaciones de conflicto de interés, que 
pudieran comprometer la correcta aplicación de las 
normas y que las decisiones se desvíen de lo idóneo 
para la entidad.

Conflictos de Intereses.
Durante el periodo por el cual se informa, no hubo 
ninguna situación de conflicto de interés con los 
Miembro de la Junta de Directores, sus familiares o 
vinculados con la entidad.

Para su capacitación interna, durante el 2020 la Junta 
de Directores aprobó un presupuesto general por 
RD$800 mil, en donde se recibieron las capacitaciones 
previstas en función de las necesidades que se 
identificaron y, se redujo el costo de las capacitaciones 
por ser ejecutadas de manera virtual, aplicando las 
medidas de distanciamiento que se aconsejan por 
el coronavirus. En este apartado, los Miembros de la 
Junta recibieron 8 capacitaciones, acumulando más 
de 40 horas durante el año, en temas como: gestión 
integral de riesgos, finanzas, apetito de riesgo, debida 
diligencia, riesgo legal, ética y prevención de lavado 
de activos.

En cuanto a las Remuneraciones, en cumplimiento 
de lo que establece el Reglamento sobre Gobierno 
Corporativo en su Artículo 5, literal “l”, la AMAP 
cuenta con políticas y procedimientos para una 
distribución de resultados de manera equilibrada; 
tomando en consideración factores relevantes, tales 
como: las funciones y responsabilidades propias 
del cargo, la responsabilidad y dedicación laboral, 
nivel de participación en los comités a los que 
pertenecen, entre otros. En ese sentido, cumpliendo 
con el “Principio de Transparencia e Información”, 
en el informe se muestra que durante el año 2020, 
en conjunto, los Miembros de la Junta, recibieron 
remuneraciones ascendentes a RD$8.28 millones de 
manera total, como compensación trimestrales y 
anual por su participación en las gestiones propias 
del cargo, manejo del gobierno de la entidad y por 
los resultados alcanzados al cierre del año. se destaca 
que dichas remuneraciones fueron reducidas en un 
-22% en funciones del presupuesto que se tenía antes 
de iniciar la pandemia.

Operaciones con Partes Vinculadas.
Durante el año 2020, las operaciones de créditos 
con partes vinculadas se manejaron dentro de los 
parámetros normales, con un balance de cartera de 
este tipo al cierre del periodo por RD$79.94 millones 
y un total de 89 créditos concedidos en el periodo 
por RD$31.61 millones. Se destaca que, todas las 
transacciones de Créditos con Partes Vinculadas se 
manejaron dentro de los límites regulatoriamente 
establecidos y las mismas fueron pactadas en 
condiciones razonables y similares a las transacciones 
no vinculadas.

Relación con los Clientes.
Los Estatutos Instituciones de la AMAP en su 
Artículo No. 9, establecen claramente los derechos y 
atribuciones de nuestros Asociados, los cuales son las 
reglas básicas para la relación de la entidad con éstos, 
y que la AMAP preserva celosamente, consciente de 
que los clientes o Asociados son la base fundamental 
del negocio al depositar su confianza y sus recursos 
en nuestra institución.

Como forma de afianzar el cumplimiento normativo 
y asegurar el cumplimiento de los derechos de los 
usuarios, la AMAP, continuó durante el 2020 el 
proceso de revisión y adecuación de sus contratos 
de adhesión; así mismo, la Junta aprobó medidas de 
flexibilización para la cartera de créditos, apegadas 
a las circulares emanadas de la Superintendencia 
de Bancos sobre ese particular, como forma de 
coadyuvar con nuestros clientes en la mitigación de 
los efectos económicos de la covid-19.

La AMAP, en su relación con los Asociados o 
Usuarios de sus servicios, no tolera ningún tipo de 
discriminación, excluyendo de su proceder, todo 
prejuicio por razón de raza, sexo, edad, religión, 
orientación sexual, afiliación política, discapacidad 
o cualquier otra forma de discriminación. Esto se 
contempla en su Código de Ética y Conducta que 
establece sanciones en caso de incumplimiento al 
respecto.

Reclamaciones de Usuarios.
Las fortalezas de control interno y el nivel de 
aseguramiento en sus procesos han permito a la AMAP 
mantener un bajo nivel de reclamaciones de parte 
de nuestros usuarios. Durante el 2020 sólo fueron 
presentadas un total de 5 reclamaciones de usuarios, 
que involucraron un monto total de RD$51,834, las 
cuales fueron debidamente procesadas, respondidas 
a clientes y cerradas satisfactoriamente en un 100%.

Sanciones de Órganos Reguladores a la AMAP.
En el año 2020, no se produjeron sanciones de 
ningún tipo a la AMAP por parte de los Organismos 
Reguladores, ya que no se presentaron situaciones 
que representaran violación a la normativa vigente, 

Remuneraciones.

Capacitación.
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que incluye los envíos de información, conforme 
el Calendario de Requerimientos de Informaciones 
Regulatorias de la Superintendencia de Bancos. 
Esto demuestra el apego al cumplimiento normativo 
que se traduce en fortalecimiento institucional y 
funcionalidad de la gobernanza en la entidad.

Evaluación de los Comités de Apoyo de la Junta de 
Directores y de la Alta Gerencia.
En la AMAP, la Junta de Directores cuenta con 
4 órganos de decisión, en los cuales delega 
responsabilidades para que realicen análisis de 
manera particular y especializada sobre los temas que 
le competen a cada uno y hagan las recomendaciones 
que sean necesarias; así mismo, existen 7 órganos que 
sirven de apoyo a la Alta Gerencia para el desarrollo 
de sus funciones, principalmente la administración de 
la entidad.

Los Comités de Apoyo de la Junta de Directores son: 
Comité de Auditoría, Comité de Gestión Integral de 
Riesgos, Comité de Nombramiento y Remuneraciones 
y el Comité para Prevención de Lavado de Activos, 
Financiamiento del Terrorismo y Proliferación de 
Armas de Destrucción Masiva.

En el caso de la Alta Gerencia, los comité son los 
siguientes: Comité de Cumplimiento Regulatorio 
y Legal, Comité de Tecnología de la Información, 
Comité de Riesgo Operacional, Comité Ejecutivo, 
Comité de Activos y Pasivos, Comité de Créditos y el 
Comité de Seguridad Cibernética y de la Información.

En cuanto a los aspectos evaluados, estos comités 
llevaron a cabo un total de 391 reuniones ordinarias, 
entre otras sesiones de análisis y mesas de trabajo 
para temas en específico; acumulando más de 1,100 
horas de trabajo entre todos y una puntuación de 
9.3 de asistencia a las reuniones, en una escala de 
valoración de 1 al 10; esto, a pesar de los efectos de 
la pandemia de la covid-19, en donde se realizaron 
reuniones presenciales, guardando debido el 
distanciamiento físico y se acudió a medios digitales 
para concretar muchas de estas.

La Puntuación Promedio por Aspecto Evaluado en 
los comités, fue la siguiente: 

Escala de 1 a 10 puntos

La Puntuación Promedio por Comité, fue la 
siguiente:

Escala de 1 a 10 puntos

La calificación promedio final a la Evaluación de la 
Gestión del Gobierno Corporativo en la AMAP es de 
9.3, la cual catalogamos como Muy Buena; por lo que 
podemos concluir  en que la entidad tiene un manejo 
transparente y prudente en toda su estructura, que 
permite la toma de decisiones de acuerdo con sus 
actividades, perfil y apetito de riesgo; con una ade-
cuada segregación de funciones, evitando conflictos 
de intereses y concentración en las decisiones, lo cual 
garantiza la implementación de sanas prácticas de 
gobierno corporativo.

Finalmente, indicamos que en lo sucesivo tomaremos 
acciones para continuar el fortalecimiento institucio-
nal, principalmente en los aspectos siguientes:

•

•

•

El Informe de Gobierno Corporativo, se encuentra 
disponible en nuestra página 
web www.amap.com.do 

Junta de Directores AMAP.
Abril 2021.

Continuar con el seguimiento a los planes de acción 
para corregir los señalamientos emitidos en los In-
formes de Inspección de la Superintendencia de 
Bancos y los que se contienen en la Carta de Geren-
cia de la Auditoría Externa.

Continuar la actualización de los manuales de polí-
ticas y procedimientos.

Mejorar el perfil de riesgo de la entidad, a través 
del fortalecimiento de la gestión del riesgo de la-
vado de activos, financiamiento del terrorismo y 
proliferación de armas de destrucción masiva y, del 
riesgo operacional.
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En cumplimiento de la  Ley Monetaria y Financiera 
183-02, los Estatutos Institucionales, la Ley No.5897 
sobre Asociaciones de Ahorros y Préstamos, y 
todas las demás disposiciones  y regulaciones 
vigentes que corresponden, así también, en 
virtud de la Décima Resolución emitida por la 
Asamblea General Ordinaria de Depositantes de 
esta entidad, de fecha 15 de julio del 2020, donde 
se me otorga el mandato de fungir como Comisaria 
de Cuentas, he revisado los Estados Financieros 
Auditados y las documentaciones que consideré 
necesarias, incluyendo de manera especial, la 
opinión o dictamen de la firma de Auditoría AGN 
International Montero De los Santos & Asociados, 
sobre las operaciones de la Asociación Maguana 
de Ahorros y Préstamos, correspondiente al 
periodo terminado el 31 de diciembre del 2020, y 
de dicho Dictamen y Estados Financieros expreso 
las conclusiones siguientes:

Nuestro examen y la ponderación del dictamen 
emitido por los Auditores Externos, sobre los 
Estados Financieros y sus notas, me permiten 
concluir que los mismos han sido preparados de 
conformidad con las prácticas de contabilidad 
requeridas por la Superintendencia de Bancos 
de la República Dominicana, la Ley Monetaria 
y Financiera (No. 183-02), y sus reglamentos y 
disposiciones vigentes, reflejando de manera 
razonable la situación financiera al 31 de diciembre 
del 2020, los resultados de las operaciones, los 
flujos de efectivo y los cambios en el patrimonio 
por el año que terminó en esa fecha, obteniendo 

una opinión sin salvedad.

Finalmente, me permito exhortar a esta Asamblea 
de Depositantes que sean aprobados dichos 
Estados y que se otorgue formal descargo de estos 
a la Junta de Directores de esta Asociación Maguana 
de Ahorros y Préstamos y a quien suscribe, por 
haber completado de manera satisfactoria la 
gestión administrativa concluida al 31 de diciembre 
de 2020.

Agradeciéndoles la confianza que tuvieron al 
designarme como Comisaria de Cuentas, me 
ofrezco a su entera disposición para aportarles 
cualquier información que consideren necesaria al 
respecto de este informe.

San Juan de la Maguana República Dominicana,  a 
los 07 días de abril del año 2021.

INFORME
COMISARIO
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Informe de los Auditores Independientes
A la Junta de Directores y

Asamblea General de Depositantes de
Asociación Maguana de Ahorros y Préstamos

Opinión sin Salvedad

Hemos auditado los estados financieros de ASO-
CIACIÓN MAGUANA DE AHORROS Y PRÉSTAMOS, 
los que comprenden el balance general al 31 de di-
ciembre de 2020, y los estados de resultados, de 
flujos de efectivo y de cambios en el patrimonio 
neto, correspondiente al año terminado en esa 
fecha, así como las notas a los estados financieros 
que incluyen un resumen de las políticas contables 
significativas y otras informaciones explicativas.

En nuestra opinión, los estados financieros adjun-
tos presentan razonablemente, en todos sus as-
pectos importantes, la situación financiera de ASO-
CIACIÓN MAGUANA DE AHORROS Y PRÉSTAMOS 
al 31 de diciembre de 2020, su desempeño financie-
ro, los flujos de efectivo y los cambios en el patri-
monio neto por el año terminado en esa fecha, de 
conformidad con las prácticas de contabilidad esta-
blecidas por la Superintendencia de Bancos, según 
se describe en la Nota 2 (a), a los estados financie-
ros que se acompañan.

Fundamento de la Opinión

Hemos llevado a cabo nuestra auditoría de confor-
midad con las Normas Internacionales de Auditoría 
(NIAs), emitidas por el Consejo de Normas Interna-
cionales de Auditoría y Aseguramiento (IAASB), de 
la Federación Internacional de Contadores (IFAC), y 
adoptados por el Instituto de Contadores Públicos 
Autorizados de la República Dominicana (ICPARD). 
Nuestras responsabilidades bajo estas normas se 
describen más adelante en la sección “Responsa-
bilidades del Auditor en Relación con la Auditoría 
de los Estados Financieros” de nuestro informe. 
Somos independientes de la Entidad de acuerdo 
con el Código de Ética para Profesionales de la 
Contabilidad del Consejo de Normas Internaciona-
les de Ética para Contadores (Código de Ética del 
IESBA) junto con los requerimientos de ética que 
son aplicables a nuestra auditoría de los estados fi-
nancieros emitidos por el Instituto de Contadores 
Públicos Autorizados de la República Dominicana 
(ICPARD), y hemos cumplido con las demás respon-
sabilidades éticas de conformidad con estos requi-
sitos. Consideramos que la evidencia de auditoría 
que hemos obtenido es suficiente para proporcio-
nar una base razonable para nuestra opinión.

Asuntos Claves de la Auditoría

Los Asuntos Claves de la Auditoría son aquellas 

cuestiones que, a nuestro juicio profesional, fue-
ron de mayor importancia en nuestra auditoría de 
los estados financieros del período terminado al 31 
de diciembre de 2020. Estos asuntos han sido tra-
tados en el contexto de nuestra auditoría de los es-
tados financieros en su conjunto, y en la formación 
de nuestra opinión de auditoría sobre estos, y no 
expresamos una opinión por separado sobre esos 
asuntos.

Una descripción de los Asuntos Claves de la Audito-
ría la presentamos a continuación:

a) Calificación de Cartera de Créditos y contingen-
tes, y Constitución de Provisiones por deterioro de 
riesgo de crédito y de los activos inmobiliarios ad-
judicados.

La clasificación de la cartera de créditos y la califica-
ción de las obligaciones de cada deudor se efectúa 
de acuerdo al tipo de crédito y al riesgo que corres-
ponda, en cumplimiento con los lineamientos del 
Reglamento de Evaluación de Activos, Reglamento 
de Microcréditos, instructivos, circulares y otras 
informaciones aclaratorias emitidas por la Superin-
tendencia de Bancos establecidas para las Asocia-
ciones de Ahorros y Préstamos, tal como se des-
cribe en la nota 2 (incisos, d, f, y h), a los estados 
financieros. La provisión para la cartera de créditos 
de la Asociación es determinada de acuerdo a la 
morosidad, comportamiento de pago y capacidad 
de pago del deudor, de conformidad con las direc-
trices de las normativas bancarias referidas.

La evaluación de los mayores deudores comer-
ciales se basa en un análisis categorizado de cada 
deudor en función de su capacidad, comporta-
miento de pago y riesgo del país.  La evaluación de 
los medianos deudores comerciales se basa en el 
comportamiento de pago y una evaluación de las 
pérdidas operativas y su relación con el patrimonio 
ajustado.  La evaluación de los menores deudores 
comerciales, microcréditos, créditos de consumo e 
hipotecarios se basa en porcentajes específicos en 
base a los días de atraso.

Las garantías admisibles, como factor de seguridad 
en la recuperación de créditos, son consideradas 
como un elemento secundario y no forman par-
te en la clasificación inicial del deudor, aunque si 
como un componente colateral en el cómputo de 
las coberturas de las provisiones. 
En nuestra opinión, el riesgo de crédito es de impor-
tancia significativa para nuestra auditoría, ya que la 
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provisión de la cartera de créditos y de los bienes 
recibidos en recuperación de créditos requiere la 
aplicación de supuestos y estimaciones por parte 
de la Administración. Al 31 de diciembre de 2020, la 
cartera de créditos y los rendimientos por cobrar 
presentan un monto de RD$1,447,846,557, repre-
sentado el 74% del total de los activos de la Aso-
ciación, su principal activo productivo. La provisión 
para la cartera de créditos, a esa fecha, asciende a 
RD$100,475,356, representando el 7% de la cartera 
de créditos. 

Como el asunto clave fue tratado en la auditoria

Nuestros procedimientos de auditoría más relevan-
tes para cubrir este asunto, incluyeron: 

— Evaluación de la cartera de créditos consideran-
do las políticas y procedimientos de créditos de la 
Asociación, el Reglamento de Evaluación de Acti-
vos modificado, de fecha 28 de septiembre del año 
2017, Reglamento de Microcréditos modificado, 
de fecha 17 de mayo del año 2018, y su instructivo 
de aplicación, y la Actualización del Mecanismo de 
Determinación de Menores, Medianos y Mayores 
Deudores Comerciales, conforme la Circular SIB 
No. 004/18, de fecha 22 de enero del año 2018.
  
— En ese sentido, también fueron consideradas las 
normativas de regulación de flexibilización transi-
torias adoptadas por la Junta Monetaria para miti-
gar el impacto de la pandemia del COVID-19 sobre 
la cartera de créditos, contenidas principalmente 
en la Primera Resolución del 17 de marzo de 2020, 
la Segunda Resolución del 24 de marzo de 2020 y la 
Tercera Resolución del 16 de abril de 2020 emitidas 
por la Junta Monetaria, además de sus tratamien-
tos aplicables requeridos por la Superintenden-
cia de Bancos, a través de las Circulares SIB: No. 
004/20 del 25 de marzo de 2020 y Circular SIB: No. 
030/20 del 28 de diciembre de 2020, en cuanto tra-
tamiento de las constituciones de las provisiones 
para la cartera de crédito, de conformidad con los 
criterios establecidos en el Reglamento de Evalua-
ción de Activos (REA) y lineamientos internos de 
la Entidad, entre otras normativas emitidas por los 
organismos reguladores respecto a otras medidas 
de flexibilización para mitigar los efectos de referi-
da pandemia, con la finalidad de verificar si la enti-
dad se ha acogido al tratamiento excepcional para 
el registro de dichas provisiones mientras perma-
nezca vigente el periodo de flexibilización hasta el 
31 de marzo de 2021.  

— Evaluación del Plan de Gestión de la Cartera de 
Créditos a partir del impacto generado por el CO-
VID-19, requerido por la Superintendencia de Ban-
cos, a través de la Circular SIB: No.26/20 del 9 de 
octubre de 2020, considerando el perfil de riesgo 

de los distintos segmentos que la componen, con 
la finalidad de verificar si cumplen con tales requisi-
tos regulatorios, incluyendo la realización de prue-
bas de estrés que muestren escenarios de impacto 
de la pandemia a diciembre de 2020 y diciembre de 
2021 tomando como línea de base el corte 30 sep-
tiembre de 2020. 

— Evaluación del informe de Autoevaluación del 
Capital (AIC), tomando como línea de base del 
corte 30 de septiembre de 2020, considerando el 
impacto del COVID-19, en donde se proyecte las ne-
cesidades de capital al 31 diciembre de 2020 y 31 de 
diciembre de 2021, de conformidad con la Circular 
SIB: No. 026/20 del 9 de octubre de 2020.

— Pruebas de control sobre la determinación de la 
morosidad y los cobros efectuados, sobre las cali-
ficaciones internas de riesgo asignados a los deu-
dores.

— Para una muestra de préstamos comerciales 
con provisiones específicas, así como deudores de 
créditos que presentaron modificaciones de califi-
cación de riesgo con respecto al periodo anterior, 
efectuamos el examen de sus expedientes de cré-
dito y el reproceso de la calificación asignada.

— La revisión de los valores de las garantías con 
base a avalúos realizados por peritos independien-
tes calificados, los lineamientos del Reglamento de 
Evaluación de Activos y el Instructivo sobre Forma-
lización, Registro y Control de Garantías, según Cir-
cular SIB No. 008/18, emitido en fecha 9 de marzo 
de 2018.

— Recálculo de la provisión para cartera de crédi-
tos, en función de los parámetros establecidos por 
el órgano regulador.

— Pruebas de control sobre una muestra de crédi-
tos aperturados en el año 2020 para verificar que 
la documentación que respalda la operación se en-
cuentra de acuerdo con las políticas y prácticas y 
de control de riesgo crediticio establecidas por la 
Asociación, y en cumplimiento de la metodología 
crediticia. 

b) Cambios materiales en los riesgos de las activi-
dades de la entidad y en los posibles riesgos a los 
que se pueda enfrentar en el futuro debido al Im-
pacto de la Pandemia COVID-19

En fecha 19 de marzo del 2020, el presidente Dani-
lo Medina declaró estado de emergencia en todo 
el territorio nacional, en virtud de la autorización 
otorgada por el Congreso Nacional mediante la Re-
solución número 62-20. La situación de emergencia 
nacional y del mundo por el COVID-19, ocasiono la 
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suspensión de las actividades económicas y socia-
les en casi su totalidad, y que aún se mantuvo para 
las actividades vinculadas al entretenimiento y la 
recreación hasta final del ejercicio terminado al 31 
de diciembre de 2020.
La crisis sanitaria del COVID-19 durante el 2020 im-
pactó negativamente las variables macroeconómi-
cas de la República Dominicana, siendo afectados 
la mayoría de los sectores económicos, especial-
mente las micro, pequeñas, medianas empresas, el 
sector turístico y hoteleros, la industria del entrete-
nimiento, entre otros.

Consideramos la evaluación del efecto de la Pan-
demia COVID-19 en las principales áreas de los es-
tados financieros como un asunto clave en nuestra 
auditoría, debido a su impacto sobre los distintos 
sectores de la economía, que pudieran representar 
en una entidad de intermediación financiera, cam-
bios materiales en los riesgos de las actividades de 
la entidad asociados a un posible deterioro impor-
tante en la cartera de crédito como consecuencia 
de la incapacidad de muchos deudores de poder 
pagar oportunamente sus obligaciones con la En-
tidad, no obstante las medidas de flexibilización 
adoptadas por las autoridades monetarias, cance-
laciones de una parte significativa de las captacio-
nes del público, conflictos para generar flujos de 
efectivo que dificulten de forma importante cum-
plir con sus obligaciones conforme los plazos acor-
dados y planificados, que de existir alguna de estas 
condiciones pudiera generar una incertidumbre 
material relacionada con la capacidad de la entidad 
de poder continuar como un negocio en marcha.

Como el asunto clave fue tratado en la auditoria

Nuestros procedimientos de auditoría más relevan-
tes para cubrir los posibles efectos de la pandemia 
del COVID-19, incluyeron: 

— Evaluación de la cartera de créditos conforme 
los criterios mencionados en la primera parte de 
esta sección relacionada con la Calificación de la 
Cartera de Créditos y Constituciones de Provisiones 
por Deterioro de Riesgo de Crédito, con la finalidad 
de verificar la posible existencia de un deterioro 
significativo de esta por la incapacidad de muchos 
de sus deudores de poder cumplir oportunamente 
con el pago de sus cuotas.

— Evaluación comparativa de las captaciones del 
público del periodo terminado al 31 de diciembre 
de 2020 con respecto al ejercicio económico ante-
rior, con el propósito de verificar si ha habido una 
disminución significativa de esta en sus balances.

	 Evaluación de las entradas y salidas de 
efectivo durante el periodo terminado al 31 de di-

ciembre de 2020, con la finalidad de verificar si se 
observa un deterioro en la capacidad de la Entidad 
de poder cumplir oportunamente con sus obliga-
ciones en los plazos acordados.

— Evaluaciones de posibles incumplimientos con-
tractuales de las obligaciones financieras de la enti-
dad con respectos a terceros en las fechas y plazos 
acordados.

— Evaluación del cumplimiento de la Entidad del 
coeficiente de solvencia bancaria mínimo requeri-
do por la Ley Monetaria y Financiera, Ley No. 183-
02 y del Reglamento de Normas Prudenciales de 
Adecuación Patrimonial, considerando los posibles 
efectos múltiples negativos de la pandemia del CO-
VID-19 en los sectores productivos del país y la posi-
bilidad de un deterioro significativo de la capacidad 
de pago de los deudores de créditos con la Entidad.

— Evaluación de posibles incumplimientos de los 
límites de riesgos de liquidez y posición neta de la 
Entidad, de conformidad con las disposiciones es-
tablecidas por las normativas legales y regulatorias 
aplicables. 

— Evaluación de posibles incumplimientos norma-
tivos, legales y regulatorios que pudieran conlle-
var sanciones económicas significativas y de otra 
naturaleza que pudieran tener un efecto negativo 
en la capacidad de la Entidad continuar operando, 
de conformidad con la Ley Monetaria y Financiera 
183-02, sus reglamentos de aplicaciones, circulares 
y otras disposiciones vigentes. 

— Indagación con los asesores legales de la En-
tidad, mediante la obtención de confirmaciones 
escritas de estos, de la posible existencia de de-
mandas legales incoadas en contra de ésta por in-
cumplimientos en la cancelación oportuna de sus 
obligaciones con acreedores, de conformidad con 
las condiciones y plazos acordados. También se 
efectuaron revisiones de las partidas de gastos le-
gales, asesorías jurídicas, multas y sanciones, entre 
otros, a fin de determinar si éstas han tenido saldos 
muy significativos, en relación a periodos anterio-
res y, en consecuencia, pudieran estar vinculadas 
a cobros compulsivos muy encima de lo esperado, 
contrataciones de abogados para defensa ante los 
tribunales y otras situaciones jurídicas que eviden-
cien inconvenientes legales inusuales adversos.

— Indagaciones con la gerencia, revisiones de ac-
tas, del plan de negocio e informes de la Junta de 
Directores, Comité Ejecutivo, organismo regula-
dor y otros, con la finalidad de identificar posibles 
eventos relacionados con dificultades operativas y 
financieras, que eventualmente pudieran indicar la 
existencia de una incertidumbre material relacio-
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nada con la capacidad de la Entidad de poder conti-
nuar como un negocio en marcha.

Otro Asunto

Los estados financieros que se acompañan no es-
tán destinados a presentar la posición financiera 
y los resultados de las operaciones y los flujos de 
efectivo de acuerdo con los principios contables de 
jurisdicciones distintas a la República Dominicana. 
Por lo tanto, los balances generales y los estados 
de resultados, de flujos de efectivo y de cambios en 
el patrimonio neto y su utilización no están diseña-
dos para aquellos que no estén informados acerca 
de las prácticas de contabilidad y procedimientos 
establecidos por la Superintendencia de Bancos de 
la República Dominicana.

Otra Información

La Administración de la Entidad es responsable de 
la otra información.  La otra información compren-
de la memoria anual de la Junta de Directores de 
la Asociación del ejercicio económico terminado 
al 31 de diciembre de 2020, pero no incluye los es-
tados financieros ni nuestro informe de auditoría 
correspondiente.  Esperamos disponer de la otra 
información después de la fecha de este informe 
de auditoría.

Nuestra opinión sobre los estados financieros no 
cubre la otra información y no expresamos ningu-
na forma de conclusión que proporcione un grado 
de seguridad sobre esta.  

En relación con nuestra auditoría de los estados fi-
nancieros, nuestra responsabilidad es leer la otra 
información que identificamos más arriba cuan-
do dispongamos de ella y, al hacerlo, considerar 
si existe una incongruencia material entre la otra 
información y los estados financieros o el conoci-
miento obtenido por nosotros en la auditoría o si 
parece que existe una incorrección material en la 
otra información por algún otro motivo. Cuando 
leamos y consideremos, basado en nuestro trabajo 
de auditoría, que la otra información contiene un 
error material, estamos obligados a comunicar esa 
situación a los responsables del gobierno de la Aso-
ciación.

Responsabilidad de la Administración y de los En-
cargados del Gobierno en Relación con los Estados 
Financieros

La Administración de la Entidad es responsable de 
la preparación y la presentación razonable de los 
estados financieros de conformidad con las prác-
ticas de contabilidad establecidas por la Superin-
tendencia de Bancos de la República Dominicana, 

la cual es una base integral de contabilidad dife-
rente a las Normas Internacionales de Información 
Financiera (NIIF), promulgadas por el Consejo de 
Normas Internacionales de Contabilidad (IASB), 
de la Fundación IFRS, y adoptadas por el Instituto 
de Contadores Públicos Autorizados de la Repúbli-
ca Dominicana (ICPARD), y del sistema de control 
interno que la Administración considere necesario 
para permitir la preparación de los estados finan-
cieros libres de errores materiales, debido a frau-
des o errores. 

En la preparación de los estados financieros, la 
Administración es responsable de evaluar la ca-
pacidad de la Entidad para continuar como una 
empresa en funcionamiento, revelando, según 
corresponda, de los asuntos relacionados con la 
utilización de este principio contable, salvo que la 
Administración tenga intención de liquidar la En-
tidad o de cesar sus operaciones, o no tenga otra 
alternativa más realista que hacerlo.  

Los encargados del gobierno son responsables de 
supervisar el proceso de presentación de los infor-
mes financieros de la Entidad.

Responsabilidades de los Auditores Externos en 
Relación con la Auditoría de los Estados Financie-
ros

Nuestros objetivos son de obtener una seguridad 
razonable de que los estados financieros en su con-
junto están libres de errores materiales, ya sean por 
fraudes o por errores, y emitir un informe de audi-
toría con nuestra opinión. La seguridad razonable 
es un alto grado de seguridad, pero no garantiza 
que una auditoría realizada de acuerdo con las Nor-
mas Internacionales de Auditoría, adoptadas por 
el Instituto de Contadores Públicos Autorizados 
de la República Dominicana (ICPARD), siempre va 
a detectar errores materiales cuando existan. Las 
incorrecciones pueden deberse a fraudes o errores 
y se consideran materiales si, individualmente o en 
su conjunto, puede esperarse razonablemente que 
influyan en las decisiones económicas que los usua-
rios toman basándose en los estados financieros.

Como parte de una auditoria de conformidad con 
las Normas Internacionales de Auditoría (NIA), apli-
camos nuestro juicio profesional y mantenemos 
una actitud de escepticismo profesional durante 
toda la auditoría. También:

•	 Identificamos y evaluamos los riesgos de 
errores materiales en los estados financieros, debi-
do a fraudes o errores, diseñamos y aplicamos pro-
cedimientos de auditoría para responder a dichos 
riesgos, y obtenemos evidencias de auditorías su-
ficientes y adecuadas para proporcionar una base 
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para nuestra opinión.El riesgo de no detectar des-
viaciones materiales que resulten de un fraude es 
mayor que en el caso de una incorrección material 
debido a errores, ya que el fraude puede implicar 
colusión, falsificación, omisiones deliberadas, ma-
nifestaciones intencionalmente erróneas o la elu-
sión del control interno.

•	 Obtenemos conocimiento del entendi-
miento del sistema de control interno relevante 
para la auditoría con el fin de diseñar procedimien-
tos de auditoría que sean adecuados en las circuns-
tancias, pero no con la finalidad de expresar una 
opinión sobre la efectividad del sistema de control 
interno de la Entidad.

•	 Evaluamos la adecuación de las políticas 
contables aplicadas y la razonabilidad de las esti-
maciones contables y la correspondiente informa-
ción revelada por la Administración.

•	 Concluimos acerca de lo adecuado de la uti-
lización, por la Administración, del principio conta-
ble de empresa en funcionamiento y, basándonos 
en las evidencias de auditoría obtenidas, conclui-
mos si existe o no una incertidumbre material rela-
cionada con hechos o con condiciones que pueden 
generar dudas significativas sobre la capacidad de 
la Entidad para continuar como una empresa en 
funcionamiento. 

Si concluimos que existe una incertidumbre mate-
rial, se requiere que llamemos la atención en nues-
tro informe de auditoría sobre la correspondiente 
información revelada en los estados financieros o, 
si dichas revelaciones no son adecuadas, que ex-
presemos una opinión modificada.  Nuestras con-
clusiones se basan en las evidencias de auditoría 
obtenidas hasta la fecha de nuestro informe de au-
ditoría.  Sin embargo, hechos o condiciones futuras 
pueden ser causa de que la Entidad deje de ser una 
empresa en funcionamiento.

•	 Evaluamos la presentación global, la es-
tructura y el contenido de los estados financieros, 
incluida la información revelada, y si los estados fi-
nancieros representan las transacciones y hechos 
subyacentes de un modo que logran su presenta-
ción razonable. 

Nos comunicamos con los responsables del gobier-
no corporativo de la Entidad en relación con, en-
tre otros asuntos, el alcance y la oportunidad de la 
auditoría planificados y los hallazgos de auditoría 
significativos, así como cualquier deficiencia signi-
ficativa en el control interno que identificamos du-
rante nuestra auditoría. 

También proporcionamos a los responsables del 
gobierno corporativo de la Entidad una declaración 
de que hemos cumplido con los requerimientos de 
ética aplicables en relación con la independencia, 
y hemos comunicado todas las relaciones y demás 
cuestiones de las que se puede esperar razonable-
mente que puedan afectar a nuestra independen-
cia y, cuando sea aplicable, las salvaguardas corres-
pondientes.

De los asuntos comunicados a los responsables del 
gobierno corporativo de la Entidad, determinamos 
aquellos asuntos que eran de mayor importancia 
en la auditoría de los estados financieros del perío-
do actual y que, por lo tanto, son los asuntos clave 
de auditoría.

Describimos esos asuntos en nuestro informe de 
auditoría a menos que las disposiciones legales 
o reglamentarias prohíban la divulgación pública 
del asunto, o cuando, en circunstancias extrema-
damente poco frecuentes, determinemos que un 
asunto no debería ser comunicado en nuestro in-
forme porque, cabe razonablemente esperar, que 
las consecuencias adversas de hacerlo superarían 
los beneficios de interés público de dicha comuni-
cación.

Montero de los Santos & Asociados.
Registro en la SIB A-048-0101

Lic. Felipe Montero
Socio Responsable
Exequátur 167-93 
Miembro en el ICPARD N° 3901
27 de marzo de 2021 
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1. Entidad

Asociación Maguana de Ahorros y Préstamos, fue 
organizada el 23 de agosto de 1966, de acuerdo 
con los términos de la Ley No. 5897, de fecha 14 
de mayo de 1962, sobre Asociaciones de Ahorros 
y Préstamos para la Vivienda, mediante franquicia 
otorgada por el Banco Nacional de Fomento de 
la Vivienda y de la Producción. Es una Entidad de 
carácter mutualista, cuyo objetivo es promover 

y fomentar la creación de ahorros destinados al 
otorgamiento de préstamos para la construcción, 
adquisición y mejoramiento de la vivienda.

La oficina principal de la Asociación está ubicada en 
la Av. Independencia No. 69, en la ciudad de San 
Juan de la Maguana en la República Dominicana.  
Además, la Entidad tiene tres (3) sucursales en las 
ciudades de Santo Domingo, Elías Piña y en Las 
Matas de Farfán.  

Los principales funcionarios de la Asociación son:
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La Asociación se rige por las disposiciones de 
la Ley Monetaria y Financiera, No.183-02, y sus 
reglamentos, las resoluciones de la Junta Monetaria 
y las circulares emitidas por la Superintendencia de 
Bancos de la República Dominicana. 

Las cantidades expresadas en los estados 
financieros están presentadas en pesos 
dominicanos.

Los estados financieros adjuntos al 31 de diciembre 
de 2019 fueron aprobados por la Junta de Directores 
de la Asociación en fecha 12 de marzo de 2020.

2. RESUMEN DE LAS PRINCIPALES POLITICAS DE 
CONTABILIDAD.

A continuación, presentamos un resumen de las 
principales políticas de contabilidad establecidas 
por la Junta de Directores de la Asociación 
Maguana de Ahorros y Préstamos, consideradas 
como las más apropiadas en las circunstancias para 
presentar los estados financieros de conformidad 
con las prácticas de contabilidad establecidas por 
la Superintendencia de Bancos de la República 
Dominicana:

(a) Base contable de los estados financieros.

Las políticas e informaciones financieras de 
la Entidad están sustancialmente conformes 
con las prácticas contables requeridas por la 
Superintendencia de Bancos de la República 
Dominicana, establecidas en su Manual de 
Contabilidad para Entidades Supervisadas por 
la Superintendencia de Bancos, circulares y 
resoluciones emitidas por ese organismo y la 
Junta Monetaria, así como lo establecido en la 
Ley Monetaria y Financiera No. 183-02, del 21 de 
noviembre del año 2002.  Estas prácticas difieren 
en algunos aspectos en forma y contenido de las 
Normas Internacionales de Información Financiera 
(NIIF), aplicables para bancos e instituciones 
financieras.  En consecuencia, los estados 
financieros que se acompañan no pretenden 
presentar la situación financiera, los resultados de 
sus operaciones, los flujos de efectivo y los cambios 
en el patrimonio de la Entidad de conformidad 
con las Normas Internacionales de Información 
Financiera.

(b) Principales estimaciones utilizadas.

La preparación de los estados financieros requiere 
que la Gerencia haga estimaciones y supuestos que 
afectan las cifras reportadas de activos, pasivos y 
las revelaciones de activos y pasivos contingentes 
a las fechas de los estados financieros y los 
montos reportados de ingresos y gastos durante 

el periodo. Los estimados se usan, principalmente 
para contabilizar las provisiones para activos 
riesgosos, la depreciación y amortización de activos 
a largo plazo, deterioro de activos de largo plazo y 
contingencias. Los resultados reales podrían diferir 
de dichos estimados. 

(c) Instrumentos financieros.

Las Normas Internacionales de Información 
Financiera definen como instrumentos financieros 
al efectivo, evidencias de propiedad o interés en 
una entidad, o un contrato que crea una obligación 
contractual o derecho de entregar o recibir efectivo 
u otros valores monetarios de una segunda 
entidad en términos potencialmente favorables 
con la primera.  En ese sentido, el efectivo en caja 
y bancos, cuentas por cobrar, cartera de crédito 
y financiamientos tomadas, inversiones en otras 
entidades, captaciones del público y otros activos o 
pasivos que conlleven compromisos contractuales 
entre una entidad y otras son consideradas como 
instrumentos financieros.

Las normas bancarias requieren que se presente 
información acerca del valor en el mercado de 
sus instrumentos financieros, cuando sea práctico 
determinarlo. Los instrumentos financieros sin 
cotizaciones disponibles en el mercado, el valor de 
estos debe ser estimado utilizando técnicas de valor 
presente u otros métodos de valorización.  Estas 
técnicas son subjetivas y están significativamente 
afectadas por los supuestos utilizados, incluyendo 
las tasas de descuento, estimados de flujos de 
efectivo y estimados de prepago.  En este aspecto, 
los valores estimados no pueden ser verificados 
por comparaciones con mercados independientes 
y, en muchos casos, no podrán ser realizados en la 
negociación inmediata del instrumento.

Los valores de mercado estimados de los 
instrumentos financieros de la entidad, su valor en 
libros y las metodologías utilizadas para estimarlos 
se presentan a continuación:

Instrumentos financieros a corto plazo:

Los instrumentos financieros a corto plazo, tanto 
activos como pasivos, han sido valorizados con 
base en su valor en libros según están reflejados en 
los estados de situación financiera de la Institución.  
Para estos instrumentos financieros, el valor en 
libros es similar al valor en el mercado debido 
al periodo relativamente corto de tiempo entre 
el origen de los instrumentos y su valorización.  
En esta categoría están incluidos: los fondos 
disponibles, depósitos a plazo fijos en otros 
bancos, obligaciones de clientes en aceptaciones, 
rendimientos por cobrar y cargos por pagar.
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Inversiones en instrumentos de deudas

La institución aplica el instructivo para la 
clasificación, valorización y medición de las 
inversiones en instrumentos de deudas provisto 
por la Superintendencia de Bancos. Este instructivo 
establece las siguientes clasificaciones para las 
inversiones: inversiones en valores a negociar, 
inversiones en valores disponibles para la venta, 
inversiones en valores mantenidos hasta su 
vencimiento y otras inversiones en instrumento de 
deuda.  
Los mecanismos establecidos por el instructivo para 
la valoración de cada una de estas clasificaciones 
son las siguientes:
Reconocimiento inicial: La Entidad deberá 
reconocer contablemente las inversiones en 
valores a negociar y disponible para la venta 
por su valor razonable, el cual se presumirá 
equivalente a su costo de adquisición. Los costos 
de transacción se añaden al valor en libro inicial 
del activo financiero, salvo que este pertenezca 
en la cartera de negociación, en cuyo caso se 
reconocen como gasto inmediatamente. Las 
inversiones mantenidas a su vencimiento y las otras 
inversiones en instrumentos de deuda reconocerán 
contablemente a sus costos amortizados.

Valores para inversiones en valores a Negociar: la 
Entidad determinará y reconocerá el rendimiento 
devengado y la amortización de la prima o el 
descuento con que se haya adquirido el instrumento 
de deuda, usando una tasa de interés efectiva.

Cuando las inversiones en valores a negociar se 
adquieran con prima o descuentos, dicho monto 
pagado bajo o sobre precio, debe ser amortizado 
acorde con el plazo pactado entre las partes 
a la fecha de vencimiento del título de deuda, 
afectando diariamente la cuenta de resultados que 
corresponda. 

Una vez registrado, tanto el rendimiento como la 
amortización o la prima, el valor contable de las 
inversiones consideradas en categoría, se actualiza 
diariamente el valor de mercado del día.

Cuando el valor de mercado exceda al valor 
contable se reconocerá una ganancia por 
fluctuación de valores. Cuando el valor de mercado 
sea inferior al valor contable, se reconocerá una 
perdida por fluctuación de valores. En ambos casos 
dicha fluctuación o cambio afectara los resultados 
del ejercicio. 

Valoración para inversiones disponibles para 
la venta: La Entidad determina y reconoce el 
rendimiento devengado y la amortización de la prima 
o el descuento, dicho monto pagado bajo precio, 

debe ser amortizado acorde con el plazo pactado 
entre las partes a las fechas de vencimientos del 
título de deuda, afectando diariamente la cuenta 
de resultados que corresponda.

El valor contable de las inversiones consideradas 
en esta categoría se actualizará diariamente al 
valor de mercado del cierre de ese día. 

Cuando el valor de mercado del instrumento 
financiero de deuda exceda el valor contable 
se reconocerá una ganancia por fluctuación de 
valores y cuando el valor de mercado sea inferior 
al valor contable, se reconocerá una pérdida por 
fluctuación de valores. En ambos casos dicha 
fluctuación afectara la cuenta 342.01 “Ganancias 
(Pérdidas) no realizada en inversiones disponibles 
para la venta” del patrimonio neto. Valoración de 
Inversiones mantenidas hasta un vencimiento: 
El valor contable de las inversiones consideradas 
en esta categoría deberá ser registradas a su 
costo amortizado, el cual vendrá medido por el 
valor presente de los flujos futuros estimados 
descontados a las tasas de interés efectiva original 
de los títulos de valores. 
No obstante, se tomará en consideración el 
valor razonable al valor de su venta. Cuando 
las inversiones en valores mantenidas hasta su 
vencimiento se adquieran con prima o descuentos, 
dicho monto pagado bajo precio o sobre precio, 
debe ser amortizado acorde con el plazo pactado 
entre las partes a la fecha de vencimiento de título 
de deudas, afectando la cuenta de resultados que 
corresponda, reconociendo diariamente mediante 
el cálculo del método de interés efectivo.  

Valoración de otras inversiones en instrumento 
e deudas: el valor contable de las inversiones 
consideradas en esta categoría, deberá ser 
registrada a su costo amortizado, el cual vendrá 
medido por el valor presentado de los flujos 
futuros estimados descontados a las tasas de 
interés efectiva.

(d) Provisiones para las inversiones en valores.

Las provisiones representan el valor de deterioro 
o irrecuperabilidad de las inversiones en valores 
a negociar, disponibles para la venta, mantenidas 
a su vencimiento y de las otras inversiones en 
instrumentos de deuda, por causa como:

•Insolvencia de pago por parte del emisor. 
•Incumplimiento de contrato, por atraso en el 
pago de intereses o capital. 
•Renegociación forzada de las condiciones 
contractuales del instrumento, por factores legales 
o económico vinculados al emisor.
•Evidencias indicios de que el emisor entrará en 
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quiebra reestructuración forzada de deudas.
•Interrupción de transacciones o de cotizaciones 
del instrumento, debido a dificultades financieras 
del emisor.  

Para las emisiones de títulos valores en 
instrumentos de deuda locales, en caso de tratarse 
de un emisor que sea un deudor comercial en 
la Entidad, el importe de las pérdidas esperadas 
por deterioro o irrecuperabilidad se determinará 
tomando como base los criterios utilizados para la 
evaluación de los mayores deudores comerciales, 
acorde con lo establecido por el Reglamento de 
Evaluación de Activos, adoptado por la Junta 
Monetaria mediante segunda Resolución de fecha 
28 de septiembre del 2017.   

El artículo 42, del citado Reglamento sobre la 
Clasificación de Riesgo de la Cartera de Inversiones, 
establece que las inversiones que las entidades de 
intermediación financiera realicen en instrumentos 
de emisores dominicanos o instrumentos emitidos 
en el país por emisores extranjeros, deben ser 
calificados igual o mejor a ‘BBB-(dom) o su 
equivalente’, para largo plazo; y, ‘F3 (dom) o su 
equivalente’, para corto plazo, en la escala local 
de agencias calificadoras de riesgo registradas en 
la Superintendencia de Valores. Para instrumentos 
emitidos en el extranjero por emisores extranjeros, 
la calificación debe ser de grado de inversión en la 
escala internacional de calificadoras reconocidas 
internacionalmente y su clasificación de riesgo 
equivalente será “A”.  En consecuencia, las 
provisiones especificas constituidas sobre estas 
inversiones contabilizadas a costo amortizado se 
realizarán utilizando los porcentajes de provisiones 
asociados a la categoría de riesgo asignada. 

Las inversiones en depósitos a plazo en entidades 
de intermediación financiera están exceptuadas 
del requisito de riesgo otorgada por una 
agencia calificadora de riesgo registrada en la 
Superintendencia de Valores.

Las inversiones contabilizadas a valor razonable no 
se les requiere la constitución de provisiones.
 
(e) Inversión en acciones.

La Asociación Maguana de Ahorros y Préstamos 
registra sus inversiones en acciones al costo menos 
cualquier pérdida por deterioro, tomando como 
base la evaluación de la liquidez y solvencia de 
los emisores de los instrumentos de patrimonio, 
de acuerdo a las calificaciones introducidas en las 
normativas de la Superintendencia de Bancos de 
la República Dominicana.  La provisión constituida 
por la Entidad a estas inversiones está realizada en 
base al 1% del valor que estas presentan.

(f) Cartera de créditos y provisión para créditos.

La cartera de créditos es registrada por el monto 
del capital pendiente, más los rendimientos 
hasta 90 días, menos la provisión determinada 
según las normas bancarias establecidas por 
la Superintendencia de Bancos de la República 
Dominicana, a través fundamentalmente del 
Reglamento de Evaluación de Activos modificado, 
de fecha 28 de septiembre del 2017, Reglamento 
de Microcréditos modificado, de fecha 17 de mayo 
del año 2018, y su instructivo de aplicación, y la 
Actualización del Mecanismo de Determinación 
de Menores, Medianos y Mayores Deudores 
Comerciales, conforme la Circular SIB No. 004/18, 
de fecha 22 de enero del año 2018. 

De conformidad con el Reglamento de Evaluación 
de Activos, la estimación de la provisión para 
cubrir riesgos de incobrabilidad de la cartera de 
créditos depende del tipo de crédito, los cuales 
se subdividen en mayores deudores comerciales, 
medianos deudores comerciales, menores 
deudores comerciales, microcréditos, créditos 
de consumo e hipotecarios para la adquisición de 
viviendas.  La evaluación de los mayores deudores 
comerciales se basa en un análisis categorizado 
de cada deudor en función de su capacidad de 
pago, comportamiento de pago y riesgo país, a 
ser efectuado por la Entidad de forma trimestral 
para el 100% de su cartera de mayores deudores 
comerciales y en porcentajes específicos según 
la clasificación del deudor.  Los de medianos 
deudores comerciales se basa en la evaluación del 
comportamiento de pago y un análisis simplificado 
de la capacidad de pago. 

La clasificación de los menores deudores 
comerciales, créditos de consumo, microcréditos e 
hipotecarios se basa en los días de atraso.

Las personas físicas o jurídicas que presenten 
créditos comerciales con balances adeudados que 
igualen o superen los RD$40,000,000, conforme 
los lineamientos del Reglamento de Evaluación de 
Activos, tanto a nivel individual en una entidad de 
intermediación financiera como a nivel consolidado 
en el sistema financiero, por espacio de tres (3) días 
o más consecutivos, serán clasificadas y publicadas 
por la Superintendencia de Bancos como 
mayores deudores comerciales.  Los deudores 
con obligaciones iguales o superiores a los 
RD$25,000,000 e inferior a RD$40,000,000 serían 
considerados medianos deudores comerciales.  

Para los menores deudores comerciales, 
aquellos con balances adeudados menores de 
RD$25,000,000, que tengan que ser reclasificados 
a medianos o mayores deudores comerciales 
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producto de nuevos desembolsos realizados por 
otras entidades de intermediación financiera que 
conlleven que el saldo adeudado consolidado 
sea mayor de RD$25,000,000 o RD$40,000,000, 
respectivamente, la Entidad establecerá la 
calificación de riesgo del deudor con base al 
historial de pago, hasta tanto sea realizada la 
próxima autoevaluación trimestral con base a la 
información financiera disponible en el Sistema 
de Información Bancaria de la Superintendencia 
de Bancos o con la que cuente la Entidad, hasta 
que cumpla el plazo para que el deudor presente 
a la Dirección General de Impuestos Internos los 
estados financieros auditados por una firma de 
auditores independientes.

Modificaciones de los términos de pago de 
préstamos o reestructuraciones de deudas por 
efectos de la pandemia del COVID-19

— La Entidad, en cumplimiento con la Segunda 
Resolución de la Junta Monetaria de fecha 17 
de marzo de 2020, que autoriza a las Entidades 
de Intermediación Financiera a implementar 
un tratamiento regulatorio flexibilizado para la 
cartera de créditos, la cual permanecerá vigente 
hasta el 31 de marzo de 2021, procedió a congelar 
las clasificaciones y las respectivas provisiones 
de sus deudores a la última fecha disponible, 
y a reestructurar los créditos otorgados a sus 
deudores que presentaban incumplimientos de 
pagos a partir del 31 de diciembre de 2019.
— La Entidad adoptó los lineamientos de la 
Circular SB: No. 004/20 del 25 de marzo de 2020, 
sobre Tratamiento aplicable a las disposiciones 
transitorias establecidas mediante la Segunda 
Resolución de la Junta Monetaria del 17 de marzo 
de 2020 y otras medidas de flexibilización para 
mitigar el impacto económico generado por el 
COVID-19. 

—    En virtud de lo establecido en la Circular SIB: No. 
023/20 del 27 de agosto del 2020, la Entidad adoptó 
las medidas de flexibilización para los clientes, en 
función de las políticas internas.

— La Entidad conforme a los lineamientos 
establecidos en la Circular SIB: No. 026/20, de fecha 
9 de octubre del 2020, elaboró un Plan de Gestión 
de la Cartera de Crédito, a partir del impacto del 
COVID-19.

— La Entidad consideró los lineamientos 
establecidos en la circular SIB No.030/2020, de 
fecha 15 de diciembre del año 2020, en cuanto al 
tratamiento  para las provisiones que las entidades 
de intermediación financiera constituyan para 
la cartera de créditos conforme el Reglamento 
de Evaluación de Activos (REA), sin considerar 

el tratamiento regulatorio especial sugerido por 
la Junta Monetaria para mitigar el impacto de la 
pandemia del COVID-19. 

Medidas de flexibilización adoptadas para 
mitigar los efectos de la pandemia del COVID 19, 
conforme a los requerimientos establecidos por 
las autoridades monetarias y la Superintendencia 
de Bancos:

— Aplazamiento de las cuotas de préstamos 
durante 90 días: Se aplazaron las cuotas de 
préstamos a los clientes que lo solicitaron y que 
tenían sus créditos al día. Los intereses generados 
se integraron a las cuotas restantes como otros 
cargos.

—  El otorgamiento de sesenta (60) días adicionales 
a las líneas de créditos que presenten vencimiento: 
Se le otorga un plazo de 60 días adicionales 
posterior a la fecha de su vencimiento contractual 
a aquellos deudores que tienen líneas de créditos 
contratadas con la entidad.

— Suspensión de cargos de mora: La entidad 
suspendió el cobro de la mora a los vencimientos 
de cuotas comprendidos entre marzo y mayo del 
2020.

— Reestructuración y refinanciaciones de créditos: 
al 31 de diciembre del 2020, la entidad tenía 
flexibilizadas un total de 542 operaciones, por un 
monto de RD$324,451,929.97 distribuida en 523 
clientes. 

— Modificaciones al Tarifario de Servicios en 
consideración a las medidas de flexibilización.

El Artículo 55, del Reglamento de Evaluación de 
Activos, establece que las garantías, como factor 
de seguridad en la recuperación de operaciones de 
créditos, serán consideradas como un elemento 
secundario, por lo que a pesar de formar parte 
integrante del proceso crediticio, no serán 
tomadas en consideración en la clasificación del 
deudor, aunque sí en el cómputo de la cobertura 
de las provisiones necesarias. La entidad de 
intermediación financiera debe mantener un 
registro actualizado de las garantías admisibles, 
con los antecedentes necesarios que demuestren 
su existencia, ubicación y tasación, cuando 
corresponda. Estas garantías se clasifican en:

Garantías no polivalentes: 

Son las garantías reales que por su naturaleza se 
consideran de uso único y, por tanto, presentan 
características que las hacen de difícil realización 
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La Asociación no ha constituido provisiones de este tipo para los periodos terminados al 31 de diciembre 
de 2019 y 2018. 

Los porcentajes de provisiones 
requeridos para los deudores de 
crédito comerciales, consumo e 
hipotecario para la adquisición 
de la vivienda, de acuerdo con 
el Reglamento de Evaluación de 
Activos, es como se indica en el 
siguiente cuadro:

dado su origen especializado.

Garantías polivalentes: 

Son las garantías reales que por su naturaleza 
se consideran de uso múltiple y presentan 
características que las hacen de fácil realización en 
el mercado, sin que existan limitaciones legales o 
administrativas que restrinjan apreciablemente su 
uso o la posibilidad de venta

Las garantías admisibles deben ser consideradas 
con el fin de conocer la cobertura del saldo del 
capital más intereses del crédito con relación al 
valor de la garantía. Para este efecto, las entidades 
de intermediación financiera deben considerar al 
valor de mercado de la garantía. El Reglamento de 
Evaluación de Activos, en la parte concerniente en 
los porcentajes de admisibilidad de garantías, a los 
fines de determinar la cobertura del saldo capital 
más intereses del crédito con relación al valor de 
la garantía conforme su tasación de mercado, el 
descuento es cero para las garantías representadas 
por instrumentos financieros del Banco Central 
o de la propia entidad. Se descuenta un 5% para 
títulos representativos de deuda emitidos por otras 
entidades de intermediación financiera. Garantía 
hipotecaria/fiduciaria de bienes inmuebles son 
admisibles en un 80%. Los Vehículos tienen tasa de 
descuento del 50%. 

Las garantías admisibles deben estar legalmente 
formalizadas a favor de la entidad de intermediación 
financiera que otorgue el crédito y, cuando 
corresponda, deben contar con pólizas de seguro 
vigentes, endosadas a su favor, incluyendo las 
condiciones y coberturas que se hayan requerido.

Para la constitución de nuevas garantías sobre 
los activos de deudores comerciales que se 
encuentren en un proceso de reestructuración, 

a los fines de garantizar el pago de facilidades de 
crédito existentes o de nuevos financiamientos, 
incluyendo garantías sobre bienes ya gravados, 
la entidad de intermediación financiera deberá 
contar con la previa autorización otorgada por 
el Tribunal de Reestructuración y Liquidación de 
Primera Instancia. 

Determinación de las provisiones para cartera de 
créditos

La Junta Monetaria, a través del Reglamento 
de Evaluación de Activos, emitido en fecha 28 
de septiembre de 2017, y el Reglamento de 
Microcréditos, emitido en fecha 17 de mayo de 
2018, establece la metodología que deberán seguir 
las entidades de intermediación financiera para 
evaluar, provisionar y castigar los riesgos de sus 
activos contingentes, entre los que se encuentra 
la cartera de créditos.  Las provisiones de la 
cartera de créditos, conforme los lineamientos 
del Reglamento de Evaluación de Activos, pueden 
distinguirse tres (3) tipos:

a) Provisiones específicas: Son aquellas que se 
requieren a un tipo determinado de créditos, sea 
este comercial, consumo e hipotecario para la 
vivienda, proveniente de pérdidas identificadas 
(créditos B, C, D1, D2 y E);

b) Provisiones genéricas: Son las que provienen de 
créditos con riesgos potenciales o implícitos.  Todas 
aquellas provisiones que provienen de créditos 
“A” se consideran genéricas; y,

c) Provisiones anticíclicas: Son aquellas que las 
entidades de intermediación financiera constituyen 
para hacer frente al riesgo potencial de los activos 
y contingencias relacionados a las variaciones del 
ciclo económico.  Las provisiones anticíclicas no 
podrán ser utilizadas para compensar deficiencias 
de provisiones. 
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Los financiamientos directos otorgados al Estado 
dominicano, o indirectos que sean garantizados 
por éste o con fondos para el repago de la deuda 
provenientes de flujos reales consignados en la Ley 
de Presupuesto General del Estado, conforme lo 
establece la Ley de Crédito Público, así como las 
inversiones en los títulos emitidos por el Banco 
Central y por el Ministerio de 

Hacienda, serán clasificados “A” por capacidad 
de pago y no estarán sujetos a requerimientos de 
provisión. Asimismo, se debe asignar la clasificación 
y provisiones por comportamiento de pago que 
le corresponda.  La Asociación no ha otorgado 
créditos a las entidades públicas indicadas durante 
los ejercicios terminados al 31 de diciembre de 2019 
y 2018.

Para los créditos otorgados en moneda extranjera, 
clasificados en categorías D1, D2 y E, y mora mayor 
a 90 (noventa) días, la entidad de intermediación 
financiera suspenderá el registro de ingresos 
generados por la diferencia positiva en el cambio 
de moneda. Dicha suspensión se realizará mediante 
la creación de una provisión equivalente al 100% 
(cien por ciento) de los ingresos generados por la 
diferencia.  La asociación no ha otorgados créditos 
en monedas extranjeras durante los ejercicios 
terminados al 31 de diciembre de 2019 y 2018.

La Entidad provisiona sus rendimientos por 
cobrar siguiendo las directrices establecidas en el 
Reglamento de Evaluación de Activos, los cuales 
son provisionados en un 100%, una vez presentan 
un nivel de atraso de hasta 90 días, y como 
rendimientos por cobrar en suspenso, en cuenta 
de orden, cuando exceden de los 90 días.

Las entidades de intermediación financiera deben 
suspender el reconocimiento de intereses por el 
método de lo devengado, cuando se presente al 
menos una de las situaciones siguientes:

a) Un crédito haya cumplido más de 90 días de 
mora; y,

b) La solicitud de reestructuración de un deudor es 
aceptada por el Tribunal y haya adquirido el carácter 
de la cosa irrevocablemente juzgada, acorde con la 
Ley de Reestructuración y Liquidación de Empresas 
y Personas Físicas Comerciales, Ley No. 141-15.  

La entidad de intermediación financiera 
suspenderá el reconocimiento de ingresos 
por el método de lo devengado a los créditos 
comerciales desembolsados antes de la aceptación 
de la solicitud de reestructuración y de la apertura 
del proceso de conciliación y negociación.  Esta 
suspensión se mantendrá hasta tanto se apruebe 

el plan de reestructuración o se convierta en 
liquidación judicial, acorde con lo establecido en 
la Ley No. 141-15.  En este último caso, dejarán sin 
efecto las suspensiones establecidas en el Artículo 
54 de la citada Ley 141-15, y en el Reglamento de 
Evaluación de Activos, y podrán reanudar las 
acciones legales en el punto procesal en el que 
se encontraban al momento de la solicitud de 
reestructuración, incluyendo como la de constituir 
las provisiones correspondientes a su calificación 
de deudor y su nivel de degradación. 
Las entidades de intermediación financiera que 
hayan sido notificadas de que un deudor comercial 
se encuentra en un proceso de reestructuración, 
el cual ha sido aceptado por parte del tribunal y 
adquirido el carácter de la cosa irrevocablemente 
juzgada, acorde con la Ley No. 141-15, no deberán 
degradar o afectar la clasificación de riesgo del 
deudor, ni de las facilidades crediticias, así como 
constituir nuevas provisiones, aun cuando el 
deudor no esté cumpliendo con sus pagos.  El 
monto de provisiones de referencia para establecer 
el nivel a partir del cual no se constituirán nuevas 
provisiones, será el monto previsto al momento 
de la solicitud de la reestructuración, conforme 
dicha Ley No 141-15. Al 31 de diciembre de 2019 y 
2018, la Asociación no presenta saldos de créditos 
que se hallen en proceso de reestructuración, de 
conformidad con la Ley 141-15.

Las entidades de intermediación financiera 
podrán otorgar nuevas facilidades crediticias a un 
deudor comercial que se encuentre en proceso de 
conciliación y negociación acorde con lo dispuesto 
en la Ley 141-15, para asegurar la continuidad de 
las operaciones ordinarias y conforme con lo 
establecido en la política interna de la entidad, 
siempre que estén sujetas a la previa presentación 
por parte del deudor de la autorización otorgada 
por el Tribunal de Reestructuración y Liquidación 
de Primera Instancia a cargo de dicho proceso.
Los mayores deudores comerciales acogidos a un 
plan de reestructuración acorde con lo establecido 
en la Ley No. 141-15 no estarán sujetos al proceso de 
alineación de clasificación de riesgo.

Una descripción del procedimiento de clasificación 
de la cartera de créditos por antigüedad de 
vencimientos es como sigue:

• Créditos vigentes

Los créditos vigentes son aquellos en donde los 
saldos de capital de los créditos se encuentran al 
día, en el cumplimiento del plan de pagos pactado 
o que no presenten atrasos mayores de 30 días, 
contados a partir de la fecha en que se hayan hecho 
exigibles sus pagos.
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deteriorado con base en el resultado del análisis de los indicadores financieros y los flujos de fondos 
proyectados; y, 

c) Las fuentes de ingresos para el repago de la deuda se han visto afectadas.  

Las entidades de 
intermediación financiera, 
para asignar la clasificación 
de riesgo a los créditos 
reestructurados, deben 
considerar la clasificación 
vigente al momento 
de reestructurar la 
deuda o la que surja 
de los días de mora del 
crédito al momento de 
reestructurar, o la peor de 
ambas, de conformidad 
con el cuadro siguiente: 

• Créditos vencidos

Los saldos de capital de los créditos que no 
hayan sido pagados a la fecha de su vencimiento, 
se consideran créditos vencidos.  Los créditos 
vencidos a 30 días son aquellos que presenten 
atrasos a los treinta (30) días después de su fecha 
de pago.  En el caso de los créditos pagaderos por 
cuotas se considerarán en esta condición después 
de transcurrido treinta (30) días de la fecha en 
que debió cancelarse la cuota impaga.  Asimismo, 
se considerará como cartera vencida mediante 
el mecanismo de arrastre, el monto total de los 
créditos pagaderos por cuotas que presenten 
atrasos en sus pagos por un plazo mayor de 
noventa (90) días. 

• Créditos vencidos de 31 a 90 días

Los créditos vencidos de 31 a 90 días son aquellos 
donde los saldos de capital no hayan sido pagados, 
a la fecha de su vencimiento ni hayan sido 
renegociados y cuyos atrasos en sus pagos son 
mayores de 30 días, pero menores de 90, contados 
a partir de la fecha en que se haya hecho exigibles 
dichos pagos.

• Créditos vencidos a más de 91 días

Estos corresponden a esta clasificación los 
préstamos que no hayan sido pagados, después de 
transcurrido el plazo de 90 días, contado a partir de 
las fechas en que se hayan hecho exigibles dichos 
pagos y los rendimientos correspondientes a 
dichos pagos deben ser provisionados en un 100%.

• Créditos reestructurados

Un crédito se clasifica como reestructurado cuando 
a un préstamo vigente o con atrasos (60 días o más), 
ante una situación real o potencial de deterioro de 
la capacidad de pago del deudor, se le modifican 
cualesquiera de las condiciones del contrato 
original, tales como términos y condiciones de pago, 
tasa de interés, plazo de vencimiento, o cuando el 
crédito es reemplazado por otro como resultado de 
la capitalización o no de los intereses, mora y otros 
cargos de un crédito anterior. No se considerará 
como reestructurado, cuando una entidad de 
intermediación financiera ajusta la tasa de interés 
de un número significativo de sus créditos, con 
el fin de adecuarla a las condiciones de mercado. 
Tampoco se considera un crédito reestructurado 
si el deudor no muestra deterioro en su capacidad 
de pago y/o deterioro de su comportamiento de 
pago como resultado de la modificación del plazo 
de un crédito.  De conformidad con el Reglamento 
de Evaluación de Activos, un crédito se identifica 
como reestructurado de conformidad con lo 
antes descrito y si presenta una de las siguientes 
situaciones:

a) Presenta morosidad en la entidad de 
intermediación financiera o en el sistema 
financiero, igual o mayor a 60 (sesenta) días y el 
monto de la deuda que presenta morosidad en el 
sistema financiero, representa más del 10% (diez 
por ciento) de la deuda consolidada; 
 
b) Su situación económica y financiera se ha 
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Los créditos reestructurados podrán ser 
modificados en una categoría de menor riesgo, 
cuando presenten evidencia de pago sostenido de 
al menos 3 (tres) cuotas en los tiempos estipulados, 
conforme a las condiciones pactadas en el contrato 
crediticio o pagaré y podrá seguir mejorando una 
clasificación a la vez, hasta la clasificación “A” en la 
medida en que se mantenga este comportamiento. 
Para los Mayores Deudores Comerciales, se 
requerirá, en adición la evaluación de la capacidad 
de pago, comportamiento de pago y riesgo país, 
para la mejora en la clasificación de riesgo.

• Cobranza judicial

Estos corresponden a los saldos del principal de los 
créditos que se encuentran en proceso de cobro 
mediante la vía judicial y haya sido presentada 
la demanda pertinente ante los tribunales 
competentes para su recuperación.

• Castigos

Conforme al Artículo 86 del Reglamento de 
Evaluación de Activos (REA), las entidades de 
intermediación, previo castigo de un crédito, debe 
tener constituido el 100% del monto de provisión 
que se requiera, a fin de que el crédito castigado 
no influya en las provisiones de los demás créditos.  
Sin embargo, los créditos a vinculados solo podrán 
ser castigados cuando se hayan agotado todos los 
procesos legales o los funcionarios y/o directores 
hayan sido retirados de sus funciones.  Cuando 
la provisión resulte menor al valor del préstamo 
que se castiga, el faltante deberá ser previamente 
provisionado. Los créditos castigados deben 
llevarse a cuentas de orden, para fines de su 
control.   

Las entidades de intermediación financiera deben 
considerar los siguientes lineamientos, previamente 
definido en sus políticas y procedimientos de 
crédito, antes de proceder al castigo de un crédito: 

a) Plazos de mora para el castigo de los créditos; 

b) Criterios de recuperación de créditos castigados; 

c) Prescripción del plazo para demandar el cobro o 
sentencia judicial adversa para la entidad; 

d) Registro sobre las operaciones castigadas que 
incluya informaciones como: clasificación de riesgo, 
tipo de operación, monto del castigo, monto de 
recuperación, forma de recuperación (efectivo, 
bien mueble, inmueble, venta de cartera), entre 
otros; y, 

e) Registro de gestiones extrajudiciales efectuadas 

y gestiones judiciales, si las hubiere. 

Determinación de la provisión de los rendimientos 
por cobrar

La provisión de los rendimientos por cobrar 
vigentes y vencido de 31 a 90 días, es calculada 
usando porcentajes específicos conforme a la 
clasificación otorgada a la cartera de créditos 
correlativa.  La provisión para los rendimientos por 
cobrar de créditos de consumo, microempresas e 
hipotecarios, se basa en porcentajes específicos 
de cada tipo en función de la antigüedad de saldos 
establecido en el Reglamento de Evaluación de 
Activos. 

Los rendimientos por cobrar vencidos después 
de los 90 días se suspenden su devengamiento, 
contabilizándose en cuentas de orden y se 
provisionan en un 100% los vencidos hasta los 90 
días.

Medidas de flexibilización adoptada para la 
estimación y constitución de provisiones para la 
cartera de créditos para mitigar los efectos de la 
pandemia del COVID-19
Tomando en consideración las medidas de 
flexibilización que fueron adoptadas por las 
autoridades monetarias y financieras de la 
República Dominicana, mediante la Segunda 
Resolución de Junta Monetaria del 17 de marzo del 
2020, y la circular SIB: No. 004/2020, la Asociación 
consideró las siguientes medidas para la estimación 
y constitución de las provisiones:

a)	 Clasificar en categoría de riesgo potencial 
“A” y provisionar en un 0% los nuevos préstamos 
que fueron concedidos con recursos del Encaje 
Legal a partir del mes de marzo de 2020.

b)	 Congelamiento de las calificaciones y 
provisiones constituidas para la cartera de créditos 
de conformidad con los dispuestos en la segunda 
resolución de la Junta Monetaria de fecha 17 de 
marzo 2020

c)	 Constituir las provisiones para la cartera 
de créditos de nuevos desembolsos a deudores 
tomando como base la calificación de riesgos 
congeladas.

d)	 Calificar y constituir las provisiones para 
la cartera de créditos de aquellos deudores que 
cuyos préstamos no fueron congelados, tal y como 
lo dispone el Reglamento de Evaluación de Activos 
(REA).

e)	 La Entidad, conforme se dispone en la 
Circular SIB: No.004/20 del 25 de marzo de 2020, 
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(h)	 Bienes recibidos en recuperación de 
créditos.

Los bienes recibidos en recuperación de créditos 
se registran al menor de los valores siguientes: 
valor de adjudicación, valor de tasación, y valor de 
libros de los préstamos de capital. Los intereses 
recuperados y cualquier ganancia o pérdida 
subsiguiente en ventas de los bienes, se reconocen 
en los resultados cuando dichas ventas se efectúan 
en efectivo, en el caso de ventas a plazo, cuando se 
hacen efectiva la última cuota. Los intereses, mora 
y otros cargos son reversados cuando se registra un 
bien recibido en recuperación de crédito, tomando 
como elemento el capital pendiente del crédito y 
los gastos en que se incurrieron para ejecutar la 
garantía.
Para la valoración de los bienes recibidos en 
recuperación de créditos. Las entidades de 
intermediación financiera, deben contar con una 
tasación independiente de los bienes muebles e 

inmuebles recibidos en recuperación de créditos, 
al momento de producirse el hecho, la cual no 
debe superar un año de vigencia, con la finalidad 
de determinar el valor de los mismos.  
Según el Reglamento de Evaluación de Activos, 
los bienes recibidos en recuperación de créditos 
por las entidades de intermediación financiera se 
establece un plazo máximo de enajenación de tres 
(3) años, contado 120 días después de la fecha de 
adjudicación del bien, al término del cual, dichos 
bienes deberán estar provisionados, considerando 
los criterios siguientes: 

• Bienes inmuebles recibidos serán provisionados 
en un 100%, en un plazo de tres (3) 

años, contando a partir de 120 días después de la 
fecha de la sentencia judicial del bien o del contrato 
de dación de pago debidamente legalizado, de 
forma lineal, luego de transcurrido el primer 
año de su entrada a los libros de la entidad de 

continuó la evaluación interna de los deudores de créditos siguiendo los criterios establecidos en el 
Reglamento de Evaluación de Activos (REA).  De igual manera, los créditos reestructurados temporalmente 
fueron contabilizados de acuerdo a los lineamientos de la referida circular.

(g) Propiedad, muebles y equipos y depreciación.
Las propiedades, muebles y equipos se registran al costo, excepto los terrenos y edificios, los cuales se 
revalúan a partir del año 2006.  
Los costos de mantenimiento y las reparaciones que no mejoran o aumentan la vida útil del activo se 
llevan a gastos según se incurren. El costo de renovaciones y mejoras se capitalizan.  Cuando los activos 
son retirados, sus costos y la correspondiente depreciación acumulada se eliminan de las cuentas 
correspondientes y cualquier ganancias o pérdidas se incluye en los resultados. 

La depreciación se calcula en base al método de línea recta sobre la vida útil estimada de los activos. El 
estimado de vida útil de los activos es el siguiente:
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intermediación financiera.

• Los demás tipos de bienes recibidos en 
recuperación de créditos serán provisionados en 
un 100%, en un plazo de dos (2) años, contando 
a partir de 120 días después de la fecha de la 
sentencia judicial del bien o del contrato de dación 
de pago debidamente legalizado, de forma lineal, 
luego de transcurrido 6 meses de su entrada a los 
libros de la entidad de intermediación financiera.
Las provisiones existentes en el renglón cartera 
de créditos correspondientes a los deudores cuyas 
garantías hayan sido recibidas en recuperación de 
créditos a favor de la entidad de intermediación 
financiera, deben ser transferidas al renglón de 
provisiones para bienes recibidos en recuperación 
de créditos.

Los bienes recibidos en recuperación de créditos 
solo pueden ser castigados cuando hayan ocurridos 
casos de siniestro y estos no cuenten con la debida 
póliza de seguros.  Cuando existan condiciones 
que impidan la realización del bien, ya sea porque 
dicho bien no está en poder de la entidad o no 
tiene un valor económico real, ésta procederá a 
darle de baja y, en esos casos, deberá contar con la 
documentación que sustente tal situación.

(i) Cargos diferidos.

Por disposición de la Superintendencia de Bancos 
de la República Dominicana, a través del Manual 
de Contabilidad para Entidades Supervisadas por la 
Superintendencia de Bancos, en la cuenta de cargos 
diferidos se debe incluir los pagos anticipado que 
realiza la Entidad, tales como seguros pagados, 
alquileres pagados por anticipado, anticipos de 
impuestos sobre la renta y otros.  La política de la 
institución es registrar estos cargos, conforme el 
referido manual de contabilidad.  

(j) Activos intangibles.

Los programas de computadoras y otros similares 
son contabilizados a su costo de adquisición y/o 
realización y son amortizados en un periodo de 
cuatro (4) años. De acuerdo a requerimientos 
de la Superintendencia de Bancos, antes de 
proceder a registrar cualquier partida como activos 
intangibles, la Entidad debe solicitar la autorización 
previa de los mismos, ya que, de lo contrario, 
serían considerados como gastos del periodo. Al 31 
de diciembre 2019 y 2018, la Entidad no presenta 
activos intangibles en los estados financieros. 

(k) Activos y pasivos en monedas extranjeras.
Las cantidades expresadas en los estados 
financieros están presentadas en pesos 
dominicanos.  
Los activos y pasivos en monedas extranjeras 
se traducen de acuerdo con las tasas de cambio 
vigente a las fechas de la transacción.  Las 
diferencias resultantes de la traducción a las fechas 
de los estados financieros, se presentan como 
ganancias o pérdidas en traducción de monedas 
extranjeras en los estados de resultados que se 
acompañan.  Las tasas de cambio oficiales al 31 
de diciembre de 2019 y 2018, con relación al dólar 
estadounidense eran de RD$ 52.90 y RD$50.20 = 
U$1.00, respectivamente, según las informaciones 
suministradas por el Banco Central de la República 
Dominicana.

(l) Costos de beneficios a empleados.

La Entidad ha contemplado una serie de 
beneficios a sus empleados, los cuales indicamos 
a continuación:

• Indemnización por preaviso y cesantía: Estas 
prestaciones laborales, establecidas en el Código 
de Trabajo de la República Dominicana, Ley No. 16-
92, son registradas a gastos del periodo cuando un 
empleado es separado de sus funciones, y aplica 
para el pago de éstas.

• Participación de los beneficios: Tal como 
establece el Artículo 223, del Código de Trabajo, 
la Entidad paga el equivalente al 10% del beneficio 
neto del periodo, el cual no excede de cuarenta y 
cinco (45) días de salarios ordinarios para aquellos 
empleados que hayan trabajado por un periodo de 
uno (1) a tres (3) años, sesenta (60) días de salarios 
ordinarios para aquellos que hayan laborado más 
de tres (3) años, pagadero dentro de los ciento 
veinte (120) días posteriores al cierre del ejercicio 
económico.

• Regalía Pascual: La Institución está pagando una 
doceava parte del salario anual devengado por 
cada empleado por concepto de regalía pascual, 
en cumplimiento a la disposición establecida en el 
Artículo 219, del Código de Trabajo de la República 
Dominicana.

• Plan de Pensiones: La Entidad está realizando 
los aportes correspondientes al Plan de Pensiones 
de los empleados, en cumplimiento a los 
requerimientos establecidos por la Ley de 
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Seguridad Social, Ley No. 87-01, que desde el 1ero. 
de junio del año 2009 representa el 7.10% del salario 
devengado por cada empleado. 

• Seguro Familiar de Salud: La Entidad realiza 
aportes al Seguro Familiar de Salud, el cual entró 
en vigencia a partir del 1ero. de septiembre del 
año 2007, equivalentes al 7.09% de los salarios 
devengados por los empleados, de conformidad 
con la Ley de Seguridad Social, No. 87-01, y 
modificado por la Ley 188-07.

(m) Valores en circulación y obligaciones con el 
público.

Comprende las obligaciones derivadas de las 
captaciones de recursos del público a través de la 
emisión de certificados financieros y contratos de 
participación, emitidos por la Asociación que se 
encuentran en poder del público. 
Se incluyen los intereses devengados por estas 
obligaciones que se encuentran pendientes de 
pago. Los gastos financieros correspondientes a 
intereses, se registran comisiones y otros cargos 
financieros originados en los valores en circulación 
y los depósitos del público, se registran en el 
periodo que se devengan.

(n) Reconocimiento de ingresos y gastos.

Los ingresos por intereses financieros 

Los ingresos y gastos por intereses se registran 
en los estados de resultados sobre bases de 
acumulación utilizando el método del interés 
efectivo. La acumulación de ingresos por intereses 
se suspende cuando cualquier cuota de capital o 
intereses de préstamos por cobrar complete los 
90 días de estar en mora, los intereses generados 
por dichos créditos se contabilizan en cuentas de 
orden y solamente se reconocen como ingresos los 
registrados en cuenta de orden, cuando estos son 
efectivamente cobrados.

Ingresos por comisiones y otros servicios varios

Los ingresos por comisiones y otros servicios varios 
provenientes del manejo de cuentas, cobranzas, y 
otros, son reconocidos inmediatamente cuando 
los servicios han sido provistos a los clientes.

Gastos 

La Asociación registra sus gastos por el método 

de lo devengado. También se registran gastos de 
depreciación, amortización y provisión según las 
reglamentaciones establecidas.  

(o) Provisiones.  

La Asociación no tiene como política estimar las 
provisiones de aquellos compromisos de corto 
plazo que serían saldados en el próximo periodo, 
tales como vacaciones y otros, ya que los mismos 
son registrados en el momento en que se realizan 
los desembolsos pertinentes para su cancelación.  
Sin embargo, esta provisiona las prestaciones 
laborales de su personal sobre la base de su 
antigüedad, no obstante, que tales obligaciones no 
representan un pasivo real, sino una contingencia 
que podría conllevar la salida de efectivo en una 
fecha incierta.

(p) Impuesto sobre la renta y diferido.

El gasto de impuesto para el período comprende 
el impuesto sobre la renta corriente y diferido. 
El impuesto es reconocido en el estado de 
resultados, excepto en la medida que se relacione 
con partidas reconocidas en otros resultados 
integrales o directamente en patrimonio. En 
ese caso, el impuesto es también reconocido en 
otros resultados integrales o directamente en 
patrimonio, respectivamente.

El impuesto sobre la renta corriente es calculado 
sobre las bases de la Ley Dominicana Tributaria 
vigente o sustancialmente vigente a la fecha del 
balance general. 

El impuesto sobre la renta diferido es reconocido 
sobre las diferencias temporales que surgen entre 
la base impositiva de activos y pasivos y sus valores 
en libros en los estados financieros. El impuesto 
diferido se determina usando las tasas impositivas 
que han estado vigentes o sustancialmente 
vigentes a la fecha del balance general y que se 
espera serán aplicadas cuando el impuesto diferido 
activo se realice o el impuesto diferido pasivo se 
cancele.    

El impuesto diferido activo es reconocido para 
las diferencias deducibles temporarias, pérdidas 
impositivas trasladables no utilizadas y créditos 
impositivos no utilizados en la medida que sea 
probable que la ganancia imponible futura será 
compensada contra aquellas diferencias deducibles 
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temporales, pérdidas fiscales no utilizadas y 
créditos impositivos no utilizados que puedan ser 
usados.

(q) Baja en los activos financieros.  

Los activos financieros son dados de baja cuando 
la Asociación pierde el control y todos los derechos 
contractuales de esos activos. Esto ocurre cuando 
los derechos son realizados, expiran o son 
transferidos.

(r) Deterioro del valor de los activos.  

La Asociación revisa los activos de larga vida y 
sus intangibles identificados con la finalidad de 
determinar anticipadamente si los eventos o 
cambios en las circunstancias indican que el valor 
contable de estos activos será recuperado en las 
operaciones. La recuperabilidad de un activo que 
es mantenido y usado en las operaciones es medido 
mediante la comparación del valor contable de los 
activos con los flujos netos de efectivo descontado 
que se espera serán generados por este activo en 
el futuro.

Si luego de hacer esta compensación se determina 
que el valor contable del activo ha sido afectado 
negativamente, el monto a reconocer como 
pérdida será el equivalente al exceso contable 
sobre el valor razonablemente de dicho activo. 

(s) Contingencias.  

La Asociación considera como contingencias las 
operaciones por las cuales la institución ha asumido 
riesgos crediticios que, dependiendo de hechos 
futuros, pueden convertirse en créditos directos y 
generarles obligaciones frente a terceros, así como 
procesos legales pendientes de ser resueltas en 
los tribunales del país derivadas de sus actividades 
de créditos y otras.  Al 31 de diciembre de 2019, 
conforme se indica en la Nota 18 e), la Asociación 
presenta contingencias legales incoadas en su 
contra relacionadas con litis judiciales pendientes 
de ser resueltas mediante sentencias definitivas 
por parte de los tribunales apoderados de las 
mismas.  Una descripción de tales contingencias se 
describe más ampliamente en la referida Nota 18.

(t) Diferencias significativas entre las prácticas 
contables establecidas por la Superintendencia 
de Bancos con las Normas Internacionales de 
Información Financiera (NIIF).

A continuación, presentamos un resumen de 
las principales diferencias entre las prácticas 
contables establecidas por la Superintendencia de 
Bancos y las Normas Internaciones de Información 
Financiera: 

• La provisión de la cartera de créditos corresponde 
al monto determinado en base a una evaluación 
de riesgos realizada por la Asociación siguiendo 
los lineamientos del Reglamento de Evaluación de 
Activos y Reglamento de Microcrédito.  Los niveles 
de provisiones para los créditos comerciales se 
miden con base a porcentajes según la clasificación 
asignada a cada crédito.  La evaluación sobre 
la clasificación de riesgo para los mayores 
deudores comerciales incluye la documentación 
de los expedientes de crédito, tomando en 
consideración su capacidad de pago, conforme 
las cifras de los estados financieros del deudor, el 
comportamiento de pago, el riesgo país, cuando 
sea aplicable, y los niveles de garantía, tal como 
establecen las normativas bancarias vigentes.  Para 
los medianos deudores comerciales la clasificación 
de riesgo es asignada partiendo de la evaluación 
de su comportamiento de pago del deudor, 
ajustada si el mismo presenta pérdidas operativas 
o netas. Para los menores deudores comerciales, 
microcréditos, consumo e hipotecarios, los 
porcentajes de provisiones se establecen con 
base a los días de atraso.  De conformidad con 
las Normas Internacionales de Información 
Financiera, específicamente la NIIF 9 sobre 
Instrumentos Financieros, se establece un modelo 
de pérdidas esperadas para este tipo de activos 
financieros, de manera que la pérdida se registra 
cuando se hayan identificado posibles eventos de 
incumplimiento, aunque estos no hayan ocurrido.  
Esta NIIF 9 establece un enfoque de tres fases para 
la contabilización de la provisión por deterioro, que 
se basa en el cambio en la calidad crediticia de los 
activos financieros desde su reconocimiento inicial.

• La Superintendencia de Bancos autorizó a las 
entidades de intermediación financiera a castigar 
un crédito con o sin garantía cuando ingrese 
a cartera vencida, exceptuando los créditos a 
vinculados, que deben ser castigados cuando se 
hayan agotado todos los procesos legales de cobro 
y los funcionarios y/o directores relacionados 
hayan sido retirados de sus funciones. 
Previo castigo de estos créditos, los mismos deben 
haber estado provisionados en un 100%.  Las 
Normas Internacionales de Información Financiera 
requieren que estos castigos se realicen 
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inmediatamente cuando se determina que los 
créditos son irrecuperables.

• La Superintendencia de Bancos requiere que 
las provisiones mantenidas para un préstamo, al 
momento de ser adjudicado, sean transferidas y 
aplicadas a dicho bien. 
Las Normas Internacionales de Información 
Financiera sólo requieren de provisión cuando el 
valor de mercado del bien sea inferior al valor en 
libros o existe deterioro en el mismo.

• La Superintendencia de Bancos requiere que los 
rendimientos por cobrar de la cartera de créditos 
con una antigüedad no mayor a 90 días sean 
provisionados conforme a la clasificación otorgada 
a la cartera correlativa.  A partir de los 90 días 
de vencidos se suspende su devengamiento, se 
contabilizan en cuentas de orden y se provisionan 
en un 100%.  Las Normas Internacionales de 
Información Financiera establecen que cuando los 
créditos son estimados de difícil cobrabilidad, se 
rebaje el saldo a su valor recuperable, a través de 
la constitución de provisiones, y los rendimientos 
se reconocen sobre la base de la tasa de interés 
que se utilizó para descontar los flujos futuros 
de efectivo con el propósito de medir el monto 
recuperable. Las reservas para rendimientos por 
cobrar, de acuerdo a estas normas de contabilidad, 
se determinan en base a los riesgos existentes 
en la cartera de créditos, en función de pérdidas 
incurridas, si hubiese deterioro en los mismos.

• La provisión para los bienes recibidos en 
recuperación de créditos se realiza conforme lo 
siguiente:

Bienes inmuebles: se provisionan en un plazo de 
tres años contados a partir de 120 días de la fecha de 
adjudicación de forma lineal luego de transcurrido 
el primer año de su entrada a los libros.  

Los demás tipos de bienes: se provisionan en un 
plazo de dos años a partir de 120 días de la fecha de 
adjudicación de forma lineal luego de transcurrido 
seis (6) meses de su entrada a los libros.

Las Normas Internacionales de Información 
Financiera requieren que estos activos sean 
provisionados cuando exista deterioro en su valor, 
en lugar de la gradualidad establecidas por las 
normas bancarias.  En consecuencia, estas normas 
requieren que estos activos se registren al menor 
entre su importe en libros y su valor razonable 

menos los costos de ventas.

• La cartera de inversiones se clasifica de 
acuerdo a categorías de riesgo determinadas por 
la Superintendencia de Bancos de la República 
Dominicana que requiere de provisiones específicas, 
siguiendo los lineamientos del Reglamento de 
Evaluación de Activos y otras disposiciones, en caso 
de aquellas reconocidas a costo amortizado, pues 
las contabilizadas a valor razonable no requieren 
la constitución de provisiones. De conformidad 
con las Normas Internacionales de Información 
Financiera, específicamente la NIIF 9 sobre 
Instrumentos Financieros, se establece un modelo 
de pérdidas esperadas para este tipo de activos 
financieros, de manera que la pérdida se registra 
cuando se hayan identificado posibles eventos de 
incumplimiento, aunque estos no hayan ocurrido.  
Esta NIIF 9 establece un enfoque de tres fases para 
la contabilización de la provisión por deterioro, que 
se basa en el cambio en la calidad crediticia de los 
activos financieros desde su reconocimiento inicial.

• De acuerdo con las regulaciones bancarias 
vigentes, las inversiones se clasifican en 
inversiones negociables, disponibles para la 
venta, mantenidas a vencimiento, inversiones en 
acciones y otras inversiones en instrumentos de 
deuda.  Las inversiones mantenidas a vencimiento 
y otras inversiones en instrumentos de deudas se 
registran al costo amortizado usando el método de 
interés efectivo.  La prima o el descuento en estas 
inversiones se amortiza durante la vigencia del 
título.  Las inversiones negociables y disponibles 
para la venta se registran a su valor razonable 
(mercado o valuación técnica).  Las inversiones en 
acciones se registran al costo o valor de mercado, 
el menor y, de no existir un mercado, se valúan al 
costo menos deterioro, debiendo evaluar la calidad 
y solvencia del emisor, utilizando los lineamientos 
establecidos en el REA.  Las Normas Internacionales 
de Información Financiera, específicamente la 
NIIF 9 sobre Instrumentos Financieros, requieren 
que las inversiones se clasifiquen en: Activos 
financieros a su valor razonable con cambio en 
resultados, activos financieros con cambio en 
otro resultado integral, activos financieros a costo 
amortizado y valor razonable, en caso de tratarse de 
instrumentos derivados. En el caso de inversiones 
en acciones, debe determinarse si existe control 
o influencia significativa.  De existir control deben 
prepararse estados financieros consolidados.  De 
existir influencia significativa, estas inversiones se 
reconocen al costo o al método de participación 
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en los estados financieros.  En caso de no tenerse 
control o influencia significativa y no existe un 
mercado de activos para las acciones, estas se 
registran a valor razonable con cambios en el 
patrimonio.

• La Superintendencia de Bancos no permite la 
liberación de provisiones de bienes cartera de 
crédito y bienes recibidos en recuperación de 
crédito sin autorización previa. En la venta de bienes 
adjudicados que están provisionadas, si se produce 
la venta a un valor mayor de su valor en libros no 
puede ser reconocida una ganancia como requieren 
las NIIF, sino que las provisiones liberadas deben 
ser transferidas a otras provisiones regulatorias o 
solicitarse autorización a la Superintendencia de 
Bancos para reconocerse como ingresos.  

• La Superintendencia de Bancos no requiere el 
ajuste por inflación de los estados financieros, 
aún se dieran condiciones de hiperinflación en 
la economía del país. De acuerdo a las Normas 
Internacionales de Información Financiera se 
requiere que los estados financieros se ajusten 
por inflación cuando la inflación acumulada en 
los últimos tres (3) años exceda el 100% y existan 
elementos cualitativos que también apoyen la 
existencia de una economía hiperinflacionaria.  

• Las autoridades reguladoras del sistema 
financiero nacional requieren que todas las 
entidades de intermediación financiera traduzcan 
todas las partidas de activos y pasivos en monedas 
extranjeras a la tasa de cambio oficial publicada 
por el Banco Central de la República Dominicana 
a la fecha de cierre del balance general.  Las 
Normas Internacionales de Información Financiera 
establecen que todos los saldos en monedas 
extranjeras sean traducidos a las tasas de cambio, 
a la cual la entidad de intermediación financiera 
y cambiaria tuvo acceso a la fecha del estado de 
situación financiera, es decir, a la tasa de mercado 
imperante.

• Los riesgos de pérdidas derivados de 
contingencias se contabilizan en base a una 
clasificación de las contingencias por categorías 
de riesgo establecidas por la Superintendencia 
de Bancos de la República Dominicana, siguiendo 
los lineamientos del Reglamento de Evaluación 
de Activos, y sus modificaciones. Las Normas 
Internacionales de Información Financiera 
distinguen entre:

a) Provisiones que se contabilizan como gastos 
y como pasivos, cuando existe una obligación 
presente o que sea probable que resulte una 
erogación para la entidad.

b) Pasivos contingentes que no requieren 
provisión pues no se ha determinado que existe 
una obligación presente o que sea probable que 
resulte una erogación para la entidad.

• Las provisiones genéricas que se requieran por 
regulación local deben ser contabilizados como 
gastos del ejercicio económico.

• De conformidad con las prácticas bancarias, los 
otros ingresos operacionales, tales como ingresos 
por disponibilidades, por cuentas a recibir, 
comisiones por servicios, por cambio de divisas 
y operacionales diversos son reconocidos como 
ingresos inmediatamente cuando la transacción 
se realiza, en lugar de reconocerse durante el 
periodo de vigencia como requieren las Normas 
Internacionales de Información Financiera. 

• La Superintendencia de Bancos de la República 
Dominicana permitió a los bancos de servicios 
múltiples la revaluación de los inmuebles al 31 
de diciembre de 2004.  En general, para que una 
entidad de intermediación financiera pueda realizar 
una revaluación de sus activos fijos requiere la 
previa autorización de este organismo regulador. 
Estas revaluaciones no se requieren que se realicen 
de manera periódica. Las Normas Internacionales 
de Información Financiera establecen que estas 
actualizaciones deben hacerse cada vez que 
existan cambios significativos en el valor de dichos 
activos y la entidad tenga como política contable 
la de revalorización.  En activos con valores muy 
cambiantes, dicha revaluación debe calcularse 
anualmente, y en activos de poca materialidad, de 
tres a cinco años.

• La Superintendencia de Bancos requiere que 
las mejoras a propiedades arrendadas, programas 
de computadoras y plusvalías, o cualquier 
cargo diferido o intangible, que pueda generar 
beneficios económicos futuros para la entidad, 
sean previamente autorizados por este organismo 
regulador para ser registrados como activos, o de 
lo contrario, deben ser llevados a gastos de manera 
individual. 

Las Normas Internacionales de Información 
Financiera requieren que estas partidas sean 
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registradas como activos, siempre y cuando las mismas vayan a generar beneficios económicos futuros.

• La Entidad determina la vida útil estimada de las propiedades, muebles y equipos al momento de 
su adquisición y registra en cuentas de orden los activos fijos que están totalmente depreciados.  Las 
NIIF requieren que el valor residual y la vida útil de un activo sea revisado, como mínimo, al término 
de cada periodo anual y si las expectativas difieren de las estimaciones previas se realicen los cambios 
correspondientes.

• La Superintendencia de Bancos requiere que los flujos de efectivo de la cartera de créditos y depósitos 
de clientes sean clasificados como actividades de inversión.  Las Normas Internacionales de Información 
Financiera requieren que los flujos de efectivo de estas transacciones se presenten como parte de los flujos 
de las actividades de operación. De igual manera, conforme a los requerimientos de la Superintendencia de 
Bancos, las inversiones de alta liquidez con vencimiento que no excede de 90 días deben ser presentadas 
con inversiones en instrumentos de deuda, sin embargo, las NIIF establecen, a través de la NIC 7, sobre 
Flujos de Efectivo, que estas sean presentadas como equivalente de efectivo.

• Existen otras diferencias entre los requerimientos de la Superintendencia de Bancos y las Normas 
Internacionales de Información Financiera, en cuanto a la presentación y ciertas revelaciones de los 
estados financieros.

(u) Transacciones con partes vinculadas.

La Asociación realiza transacciones con partes relacionadas, principalmente con directivos, funcionarios y 
empleados, las cuales consisten básicamente en otorgamiento de créditos y emisión de cuentas de ahorros 
y certificados financieros, así como también transacciones de cuentas por cobrar y cuentas por pagar.
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